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CAPÍTULO II 
BASES JURÍDICAS Y ACTIVIDADES 2011
A.
Bases jurídicas, funciones y competencias

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (“CIDH” o “Comisión Interamericana”) es un órgano autónomo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), con sede en Washington, D.C.  Su mandato está establecido en la Carta de la OEA, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“Convención Americana”) y su Estatuto.  La CIDH es uno de los dos órganos del sistema interamericano responsables de la promoción y protección de los derechos humanos; el otro es la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con sede en San José, Costa Rica. 

2. La CIDH está integrada por siete miembros que actúan independientemente, sin representar a país alguno en particular.  Sus miembros son electos por la Asamblea General de la OEA para un período de cuatro años y pueden ser reelectos solamente una vez.  La Comisión Interamericana se reúne en períodos ordinarios y extraordinarios de sesiones, varias veces por año.  La Secretaría Ejecutiva cumple las tareas que le delega la CIDH y brinda a ésta respaldo jurídico y administrativo en el desempeño de sus funciones.

3. En abril de 1948, la OEA aprobó en Bogotá, Colombia, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Declaración Americana”), primer instrumento internacional de derechos humanos de carácter general.  La CIDH fue creada en 1959 y celebró su primer período de sesiones en 1960.

4. En 1961 la CIDH comenzó a realizar visitas a varios países para observar in situ la situación de derechos humanos.  Desde entonces ha llevado a cabo más de 106 visitas a los Estados Miembros de la Organización.  En parte, sobre la base de esas investigaciones in loco, la Comisión Interamericana ha publicado hasta la fecha 94 informes de países e informes temáticos.

5. En 1965 la CIDH fue expresamente autorizada a examinar denuncias o peticiones relacionadas con casos específicos de violaciones de derechos humanos.  Para el año 2011 la Comisión Interamericana ha recibido miles de denuncias que han dado lugar a más de 15,000 peticiones o casos.  Los informes finales publicados por la CIDH, en relación con estos casos individuales, pueden encontrarse en los Informes Anuales de la Comisión Interamericana.

6. En 1969 se aprobó la Convención Americana, que entró en vigor en 1978.  A diciembre de 2011, 24 Estados Miembros son parte de la Convención Americana: Argentina, Barbados, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Dominica, Ecuador, El Salvador, Grenada, Guatemala, Haití, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Suriname, Uruguay y Venezuela.  La Convención Americana define los derechos humanos que los Estados ratificantes han acordado respetar y garantizar.  En dicho tratado igualmente fue creada la Corte Interamericana de Derechos Humanos y se definieron las funciones y los procedimientos de la CIDH y de la Corte Interamericana.  Además de considerar denuncias de violaciones de la Convención Americana cometidas por Estados partes de ese instrumento, la CIDH es competente, conforme a la Carta de la OEA y al Estatuto, para examinar presuntas violaciones de la Declaración Americana por parte de Estados Miembros de la OEA que aún no sean parte de la Convención Americana.

7. La CIDH tiene la función principal de promover la observancia y la defensa de los derechos humanos en las Américas.  En cumplimiento de su mandato, la Comisión Interamericana:

a)
Recibe, analiza e investiga peticiones individuales en que se alegan violaciones de derechos humanos, en conformidad con los artículos 44 a 51 de la Convención Americana, los artículos 19 y 20 de su Estatuto y los artículos 22 a 50 de su Reglamento.

b)
Observa la situación general de los derechos humanos en los Estados Miembros y publica informes especiales sobre la situación en determinado Estado miembro cuando lo considera apropiado. 

c)
Realiza visitas in loco a los países para llevar a cabo análisis en profundidad de la situación general y/o para investigar una situación específica.  En general, estas visitas dan lugar a la preparación de un informe sobre la situación de los derechos humanos del país en cuestión, que se publica y presenta al Consejo Permanente y a la Asamblea General de la OEA. 

d)
Estimula la conciencia pública respecto de los derechos humanos en las Américas.  A tales efectos, la Comisión Interamericana lleva a cabo y publica estudios sobre temas específicos, tales como las medidas que deben adoptarse para garantizar un mayor acceso a la justicia; los efectos que tienen los conflictos armados internos en ciertos grupos de personas; la situación de derechos humanos de la niñez, de la mujer, de los trabajadores migrantes y sus familias, de las personas privadas de libertad, de los defensores de derechos humanos; de los pueblos indígenas y los afrodescendientes; sobre la discriminación racial y sobre la libertad de expresión.

e)
Organiza y celebra visitas, conferencias, seminarios y reuniones con representantes de gobiernos, instituciones académicas, entidades no gubernamentales y otras, para divulgar información y fomentar el conocimiento amplio de la labor del sistema interamericano de derechos humanos.

f)
Recomienda a los Estados Miembros de la OEA la adopción de medidas que contribuyan a la protección de los derechos humanos en los países del Hemisferio.

g)
Solicita a los Estados Miembros que adopten medidas cautelares de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de su Reglamento, para prevenir daños irreparables a los derechos humanos en casos graves y urgentes.  Asimismo, puede solicitar que la Corte Interamericana disponga la adopción de medidas provisionales en casos de extrema gravedad y urgencia para evitar daños irreparables a las personas, aunque el caso aún no haya sido presentado ante dicho tribunal.

h)
Presenta casos a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y comparece ante la misma durante su tramitación y consideración. 

i)
Solicita opiniones consultivas a la Corte Interamericana, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 64 de la Convención Americana.

8. Toda persona, grupo de personas o entidad no gubernamental legalmente reconocida en uno o más de los Estados Miembros de la OEA puede presentar peticiones ante la Comisión Interamericana en relación con violaciones de un derecho reconocido en la Convención Americana, la Declaración Americana u otro instrumento pertinente, conforme a sus respectivas disposiciones y a su Estatuto y su Reglamento.  Asimismo, en la situación descrita y regulada por el artículo 45 de la Convención Americana, la CIDH puede considerar comunicaciones con carácter de denuncia interestatal.  Las denuncias pueden ser presentadas en cualquiera de los cuatro idiomas oficiales de la OEA (español, francés, inglés o portugués) por la supuesta víctima de la violación de derechos o por un tercero; y en el caso de las denuncias interestatales, por un gobierno.

B.
Períodos de sesiones de la Comisión Interamericana celebrados en 2011
9. En el período al que se refiere el presente informe, la Comisión Interamericana se reunió en tres ocasiones: del 21 de marzo al 1º de abril de 2011, en el 141º período ordinario de sesiones; del 18 al 22 de julio de 2011, en el 142º período ordinario de sesiones; y del 19 de octubre al 4 de noviembre de 2011, en el 143º período ordinario de sesiones
.  En el transcurso de 2011 la Comisión Interamericana aprobó un total de 67 informes de admisibilidad, 11 de inadmisibilidad, 8 de solución amistosa, 54 de archivo, 25 de fondo y publicó 5 informes sobre el fondo.  Asimismo, celebró 91 audiencias y 58 reuniones de trabajo.

1.
141º período ordinario de sesiones

10. La Comisión Interamericana celebró su 141º período ordinario de sesiones del 21 de marzo al 1º de abril de 2011, ocasión en la que eligió a sus autoridades.  Su directiva quedó integrada de la siguiente forma: Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez; Primer Vicepresidente; y Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente.  La CIDH está integrada además por los Comisionados Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero y María Silvia Guillén.  El Secretario Ejecutivo es Santiago A. Canton y la Secretaria Ejecutiva Adjunta es Elizabeth Abi-Mershed.

11. Durante las sesiones se celebraron 44 audiencias y 29 reuniones de trabajo.  Asimismo, se aprobaron 68 informes sobre casos y peticiones individuales: 15 de admisibilidad, 4 de inadmisibilidad, 4 de solución amistosa, 10 de fondo, una  decisión de publicación de informe de fondo, y 34  informes de archivo.

12. La Comisión Interamericana se reunió durante las sesiones con el Gobernador de Oaxaca, México para dialogar sobre la política estatal en derechos humanos, discriminación, procuración de justicia y derechos de los pueblos indígenas.  Asimismo, celebró una reunión con la Presidenta de la Asociación Interamericana de Defensorías Públicas (AIDEF), Stella Maris Martínez y con su Coordinador General, André Luis Machado de Castro. La reunión tuvo como objetivo dialogar sobre un posible acuerdo de cooperación entre la AIDEF y la CIDH para prestar servicio de asesoría legal gratuita a los usuarios del Sistema Interamericano.

13. En el marco de dicho período de sesiones, la CIDH saludó la aprobación en México de un proyecto de reforma constitucional que, entre otras cosas, eleva a rango constitucional los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales suscritos por dicho país.  Por otro lado, la CIDH recibió en las sesiones nueva información sobre la situación de derechos humanos de los migrantes en México, que fue objeto de la visita que la Relatoría sobre los Derechos de los Migrantes y sus Familias realizaría la última semana de julio de 2011.

14. Al final de las sesiones, la Comisión Interamericana mencionó por otra parte su preocupación por la continuidad de prácticas violatorias a los derechos humanos en Honduras, como las constatadas a partir del golpe de Estado del 28 junio de 2009, en especial, en lo referente al uso desproporcionado de la fuerza pública para reprimir manifestaciones públicas contrarias a las políticas del actual Gobierno; la falta de independencia del poder judicial; y la situación de las defensoras y defensores de derechos humanos. 
15. La Comisión Interamericana expresó su profunda preocupación por la falta de cumplimiento de las decisiones y recomendaciones emitidas por la CIDH, por parte de varios Estados.  Durante las sesiones se volvió a recibir información muy preocupante sobre obstáculos y problemas significativos en la implementación de medidas cautelares otorgadas a personas en riesgo a fin de prevenir daños irreparables, incluso sobre el asesinato y sobre la ejecución judicial de beneficiarios de tales medidas. 

16. Asimismo, la CIDH recibió durante las sesiones información alarmante sobre el grave impacto del cambio climático ocasionado por actividades humanas sobre el goce de los derechos humanos, por lo que urgió a los Estados que dieran prioridad a los derechos humanos en las negociaciones sobre cambio climático y en el diseño e implementación de medidas mitigantes y de adaptación.

17. La Comisión manifestó preocupación por los desplazamientos forzosos que en muchos países de la región están ocurriendo como consecuencia de la construcción de mega represas y la explotación de recursos naturales en territorios indígenas y afrodescendientes, que en muchos casos pone en riesgo la supervivencia de esos pueblos.  En este sentido, la CIDH pidió que los Estados adoptaran medidas para superar los obstáculos que impiden el pleno ejercicio del derecho a la consulta previa, libre e informada de las poblaciones indígenas y afrodescendientes sobre decisiones que afecten sus territorios.

 

18. También con ocasión del final de las sesiones, la CIDH expresó su preocupación por la aplicación de leyes antiterroristas a niños, niñas y adolescentes; reiteró que ello es contrario al derecho internacional de los derechos humanos; e instó a los Estados a fortalecer sus esfuerzos para garantizar el respeto y garantía de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

 

19. Durante el período de sesiones, la CIDH decidió crear una Relatoría sobre la situación de las defensoras y los defensores de derechos humanos, en consideración de las denuncias recibidas y en busca de dar mayor visibilidad a la importancia del rol de las defensoras y defensores, así como de los operadores de justicia, en la construcción de una sociedad democrática en la que tenga plena vigencia el Estado de derecho.  Fue designado Relator el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez. Asimismo, la CIDH adoptó en dicho período de sesiones la decisión de dar un énfasis temático especial a los derechos de las personas lesbianas, gays, transgénero, bisexuales e intersexuales (LGTBI).
20. La Comisión Interamericana decidió también en las sesiones renovar el mandato de Catalina Botero como Relatora Especial para la Libertad de Expresión, por un período de tres años a partir de octubre de 2011, de acuerdo al artículo 15.4 de su Reglamento.  Finalmente, la CIDH aprobó un borrador de reforma del artículo 11 de su Reglamento, que se abrió para la consulta y comentarios de los Estados y de la sociedad civil.
2.
142º período ordinario de sesiones

21. La Comisión Interamericana celebró su 142º período ordinario de sesiones del 18 al 22 de julio de 2011.  Durante las sesiones, la CIDH no celebró audiencias públicas ni reuniones de trabajo, por tratarse de un período de sesiones de carácter interno.  Se aprobaron 48 informes sobre casos y peticiones individuales: 18 de admisibilidad, 3 de inadmisibilidad, 3 de solución amistosa, 8 de fondo, 4  decisiones de publicación de informe de fondo, y 12 informes de archivo.  
3.
143º período ordinario de sesiones

22. La Comisión Interamericana celebró su 143º período ordinario de sesiones del 19 de octubre al 4 de noviembre de 2011.  Durante las sesiones, se aprobaron 30 informes de admisibilidad, 4 de inadmisibilidad, 1 acuerdo de solución amistosa, 10 informes de fondo y 8 informes de archivo.  Asimismo, se celebraron 47 audiencias públicas y 29 reuniones de trabajo.  
23. Durante este período de sesiones la CIDH se reunió con Víctor Abramovich,  Secretario Ejecutivo del Instituto de Políticas Públicas de Derechos Humanos del Mercosur respecto a la presentación de la solicitud de Opinión Consultiva sobre protección de los niños, niñas y adolescentes migrantes.
24. Al concluir las sesiones, la CIDH saludó la promulgación de la Ley No. 18.831 en Uruguay el 30 de octubre de 2011, que declara imprescriptibles los crímenes cometidos durante la dictadura.  En su artículo 1º, la nueva ley “restablece el pleno ejercicio de la pretensión punitiva del Estado” para los delitos comprendidos en la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado del 22 de diciembre de 1986.  De esta manera, Uruguay ha avanzado de manera significativa en el cumplimiento de las recomendaciones del Informe 29/92 aprobado por la CIDH y la sentencia de la Corte Interamericana en el Caso Gelman. 

 

25. Asimismo, la Comisión Interamericana destacó el compromiso del Estado de Perú de combatir la impunidad en casos de violaciones a derechos humanos ocurridas en tiempos de autoritarismo, expresado por el Ministro de Justicia, Francisco Eguiguren, en una audiencia pública realizada el 25 de octubre.  También saludó la decisión de la Fiscalía de la Nación de Perú de reabrir la investigación del caso María Mamérita Mestanza Chávez, decisión informada en una reunión de trabajo de seguimiento de un Informe de solución amistosa.  En el curso de dicha reunión, el Estado se comprometió a individualizar y sancionar debidamente a los responsables de las esterilizaciones forzadas a las que se sometió a más de 2.000 mujeres durante el gobierno de Alberto Fujimori.  Por otra parte, la Comisión Interamericana llevó a cabo una audiencia sobre la situación de la población afroperuana, y tomó nota de la información recibida de la sociedad civil y de la correspondiente respuesta del Estado peruano. 
26. En relación con Colombia, la Comisión Interamericana saludó la adopción del Decreto 3375 como un avance en la protección de los derechos de las mujeres, ya que enfatiza la importancia de un enfoque diferencial que tome en cuenta las especificidades de edad, etnia, género, discapacidad, orientación sexual y procedencia urbana y rural a los efectos de recomendar y adoptar medidas de protección. 

 

27. En la audiencia celebrada durante dichas sesiones relativa a la situación del Poder Judicial en Haití, los representantes del Estado presentaron el nuevo programa del Ministerio de Justicia y de Seguridad Pública.  El programa tiene entre sus fines el fortalecimiento de la Escuela Nacional de la Magistratura; evitar la detención preventiva prolongada; y el establecimiento de mecanismos que permitan mejorar el acceso a la justicia.  La CIDH espera que el programa presentado sea efectivamente implementado.

 

28. La Comisión Interamericana saluda especialmente la presencia de María da Penha en la audiencia “Obstáculos para la Efectiva Implementación de la Ley María da Penha en Brasil”. Esta ley, aprobada en Brasil en 2006, prevé sanciones penales para actos de violencia doméstica y familiar contra las mujeres, promueve programas de rehabilitación para los agresores y crea cuerpos policiales y tribunales especializados. La ley, en parte, fue consecuencia del caso tramitado por la CIDH y que permitió importantes cambios en la legislación y las políticas públicas de Brasil. 

 

29. Por otra parte, durante las audiencias la CIDH continuó recibiendo con preocupación información respecto de la especial situación de riesgo de las mujeres afrodescendientes, quienes han sufrido históricamente una triple discriminación en base a su género, pobreza y raza.

 

30. Asimismo, la Comisión recibió información sobre graves violaciones a los derechos de los niños, niñas y adolescentes en la región. En especial, la CIDH manifiesta su preocupación ante la información recibida en la audiencia sobre justicia penal juvenil acerca de medidas regresivas por parte de diversos Estados que han adoptado o pretenden adoptar leyes enfocadas a disminuir de 18 a 16 años la edad máxima de responsabilidad ante el sistema de justicia juvenil o a aumentar la duración de las sanciones privativas de la libertad aplicadas a niños, niñas y adolescentes procesados por infringir las leyes penales. 
31. Adicionalmente, se recibió información sobre la situación de defensoras y defensores de derechos humanos en la región y los obstáculos que continúan enfrentando en el ejercicio de su labor de promoción y protección de los derechos humanos. Además de las amenazas, hostigamientos y ataques contra su vida e integridad, la Comisión recibió información sobre un incremento del uso de procesos penales en su contra, con acusaciones de rebelión, terrorismo, sedición y conspiración, entre otros. 
32. La CIDH manifiesta su profunda preocupación sobre la grave situación de seguridad que atraviesa la región mesoamericana. Los altos índices de homicidios están entre los más elevados del mundo, y la mayoría de los casos se encuentra en la absoluta impunidad. Preocupa especialmente a la CIDH la situación del Bajo Aguán, en Honduras, donde entre septiembre de 2009 y octubre de 2011, habrían sido asesinadas 42 personas afiliadas a organizaciones campesinas, así como un periodista y su pareja, en el contexto de un conflicto agrario. En una audiencia sobre esta situación, se recibió información sobre la criminalización de la lucha campesina y la militarización de la zona, lo que habría puesto a los campesinos y a defensores y defensoras de derechos humanos en la zona del Bajo Aguán en una situación de alto riesgo.
C.
Visitas


Argentina

33. La Comisionada Luz Patricia Mejía Guerrero, en su calidad de Relatora de país realizó una visita de trabajo a Argentina del 25 al 27 de abril.  La visita tuvo por objetivo impulsar el cumplimiento de acuerdos de solución amistosa y de recomendaciones de la CIDH, para lo cual la Relatora se reunió con altas autoridades de los Poderes Públicos Nacionales y Provinciales, así como representantes de la sociedad civil. Asimismo, la Relatora impulsó el cumplimiento de otras recomendaciones de carácter legislativo, tal como el anteproyecto del nuevo Código de Procedimientos en Materia Penal de la Nación y el de la Ley sobre principios mínimos en materia de doble instancia, y la adecuación del régimen de justicia penal juvenil a los instrumentos internacionales en esa materia.  Adicionalmente, el 28 de abril de 20011, la Relatora participó en la Reunión de Alto Nivel sobre la Agenda de los Derechos Humanos en el Siglo XXI organizada por el Centro Internacional para la Promoción de los Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación. 

Paraguay

34. Durante los días 1 al 5 de agosto de 2011 la Presidenta y el Primer Vicepresidente, en sus calidades de Relatora para los Pueblos Indígenas y Relator de Paraguay, respectivamente, realizaron una visita a Paraguay.  La visita tuvo por objetivo realizar actividades de promoción, impulsar el cumplimiento de decisiones de la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos y promover la utilización del mecanismo de solución amistosa para la resolución de peticiones y casos en trámite.  Asimismo, la delegación aprovechó su presencia en el país a fin de profundizar su conocimiento sobre la situación de derechos humanos en Paraguay. Para tales efectos, la Comisión se reunió con altas autoridades de los poderes públicos del Estado, así como con representantes de organizaciones de la sociedad civil. Durante la visita se celebró un importante número de reuniones de trabajo entre las partes sobre peticiones y casos pendientes ante la CIDH, en las que se alcanzaron importantes logros. En las reuniones de cinco de los casos se cerraron acuerdos y en otros dos casos se suscribieron actas en las que las partes ratificaron su voluntad de avanzar en procedimientos dirigidos a alcanzar una solución amistosa. 

México

35. El Relator para México, Comisionado Escobar Gil llevó a cabo una visita de trabajo a México entre el 26 y el 30 de septiembre de 2011.  Durante la visita la delegación sostuvo una serie de reuniones con altas autoridades del Estado, incluyendo al Presidente de la República Felipe Calderón Hinojosa y con organizaciones de la sociedad civil.  Asimismo, se llevaron a cabo varias reuniones de trabajo sobre casos y medidas cautelares.

D.
Informes temáticos y de país

36. Durante 2011, la Comisión Interamericana publicó los siguientes informes temáticos: 

· Informe sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y Tribales sobre sus Tierras Ancestrales y Recursos Naturales.

· Informe sobre Inmigración en Estados Unidos: Detenciones y Debido Proceso.

· El Camino Hacia una Democracia Sustantiva: La Participación Política de las Mujeres en las Américas.

· Justicia Juvenil y Derechos Humanos en las Américas

37. Asimismo, aprobó los siguientes informes temáticos:

· El Trabajo, la Educación y los Recursos de las Mujeres: La Ruta Hacia la Igualdad en la Garantía de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

· Acceso a la Información en Materia Reproductiva desde una Perspectiva de Derechos Humanos.

· Estándares Jurídicos Vinculados a la Igualdad de Género y a los Derechos de las Mujeres en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos: Desarrollo y Aplicación.

· Acceso a la Justicia para Mujeres Víctimas de Violencia Sexual en Mesoamérica.

· Situación de las Personas Afrodescendientes en las Américas.
· Informe sobre los Derechos Humanos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas.
· Segundo Informe sobre la Situación de las Defensoras y los Defensores de Derechos Humanos en las Américas.
38. Por último, en diciembre de 2011 la CIDH aprobó el siguiente informe de país:

· Informe sobre la situación de derechos humanos en Jamaica.

E.
Actividades de las Relatorías

1. Relatoría sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas

39. Los órganos del sistema interamericano han otorgado especial importancia a la protección y el respeto de los derechos de los pueblos indígenas.  La Comisión Interamericana ha sostenido desde 1972 que por razones históricas y con base en principios morales y humanitarios, es un compromiso sagrado y especial de los Estados garantizar los derechos de los pueblos indígenas.  En el año 1990 se creó la Relatoría sobre Derechos de los Pueblos Indígenas, con el objeto de brindar atención a los pueblos indígenas de América, que se encuentran especialmente expuestos a violaciones de derechos humanos por su situación de vulnerabilidad y, de fortalecer, impulsar y sistematizar el trabajo de la propia Comisión Interamericana en el área. A partir de enero de 2010 la Relatora es la Comisionada Dinah Shelton.

40. El 17 de febrero de 2011, la Relatora y un abogado de la Relatoría participaron en el evento de lanzamiento del estudio de la CIDH sobre “Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales”, evento que se llevó a cabo en la Facultad de Derecho de la Universidad de Oklahoma.  El Estudio será publicado íntegramente como un número especial de la revista American Indian Law Review, editada por la Universidad de Oklahoma.  Con ocasión de esta visita, la Relatora, el Decano y Profesores de dicha Facultad acordaron suscribir un acuerdo de colaboración interinstitucional entre la CIDH y la Universidad de Oklahoma.  En virtud del acuerdo, la Universidad enviará estudiantes cada semestre a realizar pasantías en la Relatoría, organizará conferencias con líderes tribales de distintos pueblos indígenas de los Estados Unidos, y se llevarán a cabo periódicamente talleres de formación para abogados indígenas de los Estados Unidos.  

41. El 5 de mayo de 2011, la Relatora viajó a Tucson, Arizona, a reunirse con el Relator Especial de Naciones Unidas sobre Pueblos Indígenas, James Anaya, con el fin de coordinar agendas de trabajo de ambas relatorías y dialogar sobre otros temas de interés común.  Asimismo, el 16 de mayo la Relatora participó en la 10ª sesión del Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas de Naciones Unidas.  Por otra parte, en el marco de una visita académica a Ginebra durante los días 6 y 7 de julio de 2011, la Presidenta y Relatora se reunió con distintas áreas funcionales de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, entre ellas la sección encargada de Pueblos Indígenas y Minorías.
42. La Relatoría participó en una reunión de abogados en el marco de un proyecto de la organización Rights & Democracy llamado “Creación de Jurisprudencia específica a las mujeres indígenas en el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos”.  La reunión se llevó a cabo en  Washington, D.C. del 30 de agosto al 1º de septiembre de 2011.

43. Entre el 23 y el 27 de septiembre de 2011 la Relatoría fue invitada por el Instituto de Defensa Legal de Perú a participar en una serie de talleres de promoción sobre el informe de la CIDH “Derechos de los Pueblos Indígenas y Tribales sobre sus Tierras ancestrales y Recursos Naturales”.  Los talleres se realizaron en Cusco y Tarapoto, Perú.
44. El 27 de septiembre de 2011, la Relatoría participó en un Seminario Internacional sobre Derechos de Propiedad y posesión de los Pueblos Indígenas en el ámbito de los derechos humanos, organizado por la Dirección de Derechos Humanos de la Corte Suprema de Justicia de Paraguay, en la capital de dicho país.
45. El 17 y 18 de noviembre de 2011, la Relatoría participó en el Taller sobre “los derechos de los pueblos indígenas en el Sistema Interamericano” dirigido a líderes indígenas y funcionarios de gobierno que trabajan dicha temática, el cual se realizó en Lima, Perú; y fue organizado por el Departamento de Derecho Internacional de la OEA. El taller contó con la presencia de representantes indígenas provenientes de Argentina, Bolivia, Chile, Colombia, Ecuador, Perú, Paraguay, y Venezuela.
2.
Relatoría sobre los Derechos de las Mujeres
46. La Relatoría sobre los Derechos de las Mujeres, a cargo de la Comisionada Luz Patricia Mejía Guerrero, continuó implementando varias iniciativas de recopilación de información cualitativa y cuantitativa con miras a identificar los principales avances y desafíos que las mujeres enfrentan para ejercer sus derechos libres de discriminación, en particular en las esferas de sus derechos económicos, sociales y culturales, el acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia sexual, y sus derechos reproductivos.  Dichos proyectos tienen por objeto la publicación de informes temáticos con recomendaciones a los Estados sobre el mejor cumplimiento con sus obligaciones de derechos humanos en estos ámbitos, y cuentan con el apoyo financiero de los gobiernos de Finlandia, España, y del Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA).   Asimismo, la Relatoría continuó desarrollando un proyecto para promover el desarrollo de jurisprudencia y estándares jurídicos sobre la igualdad de género en el sistema interamericano de derechos humanos con el apoyo del Gobierno de Canadá.

47. En el marco de estas iniciativas, la Relatoría ha preparado seis informes temáticos y regionales sobre los temas de referencia en el transcurso de este año.  Entre ellos, el 21 de octubre de 2011, la CIDH hizo público el informe “El Camino Hacia Una Democracia Sustantiva: La Participación Política de las Mujeres en las Américas”, en el que se examinan los principales avances y desafíos en el cumplimiento de los Estados de sus obligaciones de respetar y garantizar la participación y representación igualitaria de las mujeres en la esfera política desde una perspectiva de derechos humanos. Entre los temas más importantes, el informe analiza los principales obstáculos que enfrentan las mujeres para ejercer sus derechos políticos y acceder a los puestos de poder en igualdad; el grado de éxito de medidas especiales de acción afirmativa para incrementar la participación de las mujeres; el camino que falta por recorrer; y las buenas prácticas de los Estados Miembros de la OEA para superar estos desafíos.
48. Durante el presente año, la CIDH aprobó los siguientes informes temáticos y regionales:
· “El Trabajo, la Educación y los Recursos de las Mujeres: La Ruta Hacia la Igualdad en la Garantía de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales”, en el que se ofrece un diagnóstico sobre las diversas formas de discriminación que enfrentan las mujeres en el ejercicio de sus derechos económicos, sociales y culturales en las Américas, con particular énfasis en el trabajo, en la educación, y en su acceso y control de recursos económicos por parte de las mujeres, incluyendo una serie de recomendaciones generales y específicas para los Estados.  

· “Acceso a la Información en Materia Reproductiva desde una Perspectiva de Derechos Humanos“ en el que se identifican y analizan los estándares internacionales y regionales desde un punto de vista de derechos humanos, sobre el acceso a la información en materia reproductiva, con la finalidad de que los Estados eliminen las barreras y garanticen y protejan efectivamente este derecho de las mujeres sin discriminación.  
· “Estándares Jurídicos Vinculados a la Igualdad de Género y a los Derechos de las Mujeres en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos: Desarrollo y Aplicación”, en el que se analiza el grado de impacto de los estándares, recomendaciones, y decisiones del sistema interamericano en la jurisprudencia en los Estados Miembros de la OEA vinculada a la igualdad de género y a los derechos de las mujeres.  Con este objeto, el informe analiza y sistematiza sentencias judiciales resueltas por tribunales de las Américas en los que se ha hecho referencia explícita a los estándares del sistema interamericano de derechos humanos vinculados a la discriminación y la violencia con causas específicas de género.  El análisis tiene como propósito promover el uso continuo de los estándares del sistema interamericano de derechos humanos por parte de los poderes judiciales de la región.   
· “Acceso a la Justicia para Mujeres Víctimas de Violencia Sexual en Mesoamérica”, en el que se analiza la dimensión del problema de la violencia sexual en la región mesoamericana.  Este informe, preparado en colaboración con el Fondo de Población de las Naciones Unidas (“UNFPA”), aborda en particular el tratamiento normativo y jurisdiccional, así como los obstáculos que enfrentan las mujeres víctimas en el acceso a la justicia, con un especial énfasis en Nicaragua, El Salvador, Guatemala y Honduras.  El análisis de la CIDH en el informe se centra en las áreas de prevención, investigación, juzgamiento y sanción de casos de violencia sexual, así como el tratamiento otorgado a las víctimas y a sus familiares por instancias judiciales de protección.  En este informe se da seguimiento al de “Acceso a la Justicia para las Mujeres Víctimas de Violencia en las Américas”, publicado en el 2007, y se incluye una serie de recomendaciones orientadas a promover intervenciones estatales para prevenir, investigar, sancionar y reparar actos de violencia sexual con celeridad y de forma exhaustiva.
49. La Relatoría también trabajó durante 2011 en el informe “Acceso a la Justicia para Mujeres Víctimas de Violencia Sexual: La Salud y la Educación”, en el que analiza dicho tema y las principales barreras que enfrentan las mujeres víctimas para acceder a la justicia en tal contexto.  El informe recoge registros e información proveniente de Estados Miembros, organismos internacionales, organizaciones no gubernamentales, medios de prensa y universidades de la región, y presenta un balance preliminar de las dimensiones del tema.  Con la perspectiva de los derechos humanos y de las obligaciones contraídas por los Estados, el informe aborda además la forma como la violencia sexual contra las mujeres constituye un obstáculo para el ejercicio de sus derechos a la educación y a la salud, e inicia una discusión acerca de las barreras principales que las mujeres enfrentan en su acceso a recursos judiciales efectivos para remediar este problema.  El informe fue preparado con apoyo financiero del Gobierno de Finlandia.
50. La Relatora realizó una visita a Colombia entre el 2 y 4 de mayo de 2011 con el objeto de impulsar el cumplimiento de las medidas cautelares otorgadas por la CIDH a organizaciones de mujeres. La visita de la Relatora se realizó a solicitud de organizaciones que representan a mujeres beneficiarias de medidas de protección otorgadas por la CIDH, en el marco de información que la Comisión Interamericana viene recibiendo sobre amenazas, hostigamientos y agresiones que sufrirían las mujeres que trabajan en la defensa de los derechos humanos de las mujeres en Colombia. La delegación se  reunió con altas autoridades estatales y representantes de organizaciones de la sociedad civil en las ciudades de Bogotá y Cartagena.  

51. La visita estuvo enfocada en el seguimiento del Acta de Compromiso firmada por el Estado de Colombia y las organizaciones Casa de la Mujer, Colectivo de Mujeres al Derecho, Liga de Mujeres Desplazadas, Observatorio Género, Democracia y Derechos Humanos y Ruta Pacífica de las Mujeres. A través de este documento, suscrito en marzo de 2011 durante el 141º Período Ordinario de Sesiones de la CIDH, las partes se comprometieron a definir de común acuerdo mecanismos de implementación de las medidas cautelares otorgadas por la CIDH a favor de organizaciones de mujeres, mujeres defensoras de derechos humanos y activistas que trabajan por la defensa y promoción de los derechos de las mujeres.  Asimismo, la visita de la Relatora se realizó con el propósito de evaluar los problemas y obstáculos detectados en la implementación de estas medidas cautelares, así como en la necesidad de establecer un enfoque diferenciado para las medidas de protección que benefician a mujeres, que corresponda a las causas y consecuencias relacionadas con la situación de riesgo que enfrentan por razones de género.

52. Por otra parte, la Relatora visitó Lima, durante los días 11 y 12 de julio de 2011 para participar en un Encuentro de Mujeres Organizadas y Magistradas organizado por la institución DEMUS, y sostuvo una reunión entre las partes en el caso de María Mamérita Mestanza de Perú en seguimiento al acuerdo de solución amistosa celebrado entre las partes.  La Relatora presentó en dicha oportunidad el informe Acceso a Servicios de Salud Materna desde una Perspectiva de Derechos Humanos el martes 12 de julio de 2011.  Asimismo, el 13 de julio de 2011 la Relatora participó en una audiencia pública ante la Cámara de Diputados de Argentina sobre el aborto. 

53. La Relatoría continuó con sus actividades de apoyo en el sistema de peticiones individuales y en el estudio y trámite de medidas cautelares, casos y comunicaciones que se refieren a derechos de las mujeres.  Cabe mencionar en tal sentido que la Relatoría participó en la audiencia ante la Corte Interamericana en el caso de Karen Atala e Hijas contra Chile, el 23 y 24 de agosto de 2011.  Este es el primer caso decidido por la CIDH sobre discriminación por orientación sexual, y presenta la primera oportunidad de desarrollar jurisprudencia sobre el tema en el ámbito de la Corte Interamericana.  Igualmente, el caso presenta asuntos jurídicos novedosos relacionados al alcance de los derechos a la privacidad, la protección a la familia, y a los derechos de las niñas.   
3.
Relatoría sobre los Derechos de la Niñez

54. La Relatoría sobre los Derechos de la Niñez, a cargo del Comisionado Paulo Sérgio Pinheiro, ha continuado con su trabajo de promoción y publicación de informes dirigidos a atender las diferentes formas de violencia que enfrentan niñas, niños y adolescentes en las Américas.

55. El Relator participó el 9 de marzo de 2011 en un panel organizado por la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas relacionado con la protección y promoción de los derechos de los niños que viven o trabajan en las calles.

56. Asimismo, el 21 de febrero y el 18 de marzo de 2011, el Relator participó en una videoconferencia y en una conferencia magistral respectivamente, dentro del marco de actividades organizadas por el Gobierno de El Salvador relacionadas con la memoria histórica de las desapariciones forzadas de niñas y niños durante el conflicto armado en dicho país.

57. Con el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), la Relatoría sobre los Derechos de la Niñez, comenzó a desarrollar la fase preliminar de un informe sobre la situación de niñas, niños y adolescentes institucionalizados en las Américas. También la Relatoría inició la fase preliminar de seguimiento a las recomendaciones emitidas por la Comisión Interamericana a los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos en su Informe sobre el castigo corporal y los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes.

58. El Relator emitió dos cartas con fundamento en el artículo 41 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos: una del 8 de febrero respecto a la situación de tres jóvenes mapuches privados de libertad en Chile que fueron procesados por la presunta comisión de diversos delitos, incluidos actos de terrorismo, y otra del 14 de enero relacionada con la situación de niños y jóvenes que resultaron gravemente lesionados hasta perder la vida debido a un incendio en una de las celdas del Centro de Cumplimiento para Menores en Tocumen, Panamá. Con relación a esta última situación, el Relator visitó el 4 de marzo las instalaciones de este centro de detención de niños y jóvenes en Panamá.

59. Cabe mencionar igualmente que mediante las contribuciones de Save the Children - Suecia se contrató a un abogado consultor para apoyar las actividades de la Relatoría sobre los Derechos de la Niñez, especialmente en la elaboración de informes sobre peticiones y casos.
60. El Relator participó en una actividad sobre prevención del abuso sexual de menores y riesgos de VIH que se llevó a cabo en San Agustín, Trinidad y Tobago, durante los días 6 a 9 de abril.
61. La Relatoría, en conjunto con el Fondo de Naciones unidas para la Infancia (UNICEF), la Oficina Regional del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y la Representante Especial del Secretario General de las Naciones Unidas sobre la Violencia contra los Niños, continuaron con el desarrollo de la fase preliminar del informe sobre la situación de niños, niñas y adolescentes que se encuentran en instituciones de protección y de cuidado en las Américas.  Dentro de esta fase, la Relatoría publicó en la página electrónica de la Comisión Interamericana los cuestionarios dirigidos a los Estados miembros de la OEA y a la sociedad civil.  Asimismo, la Relatoría y UNICEF realizaron dos consultas subregionales: la primera el 3 y 4 de mayo de 2011 en Puerto España, Trinidad y Tobago; y la segunda los días 23 y 24 de junio de 2011 en Lima, Perú, a fin de conocer las percepciones de expertos pertenecientes a los Estados y a la sociedad civil y de obtener información adicional para la elaboración del informe.

62. Dentro del marco de la consulta subregional en Lima, el Relator sostuvo entrevistas con medios de prensa relacionadas al contenido del Informe sobre Justicia Juvenil y Derechos Humanos en las Américas.
63. Por otra parte, el 19 de mayo de 2011 el Relator participó en un seminario sobre experiencias de legislación contra el castigo corporal de niños y adolescentes organizado por la Secretaría de Derechos Humanos de Brasil,  en Brasilia.

64. Dentro del marco de foro sobre “Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos” llevado a cabo el 5 de junio de 2011 en El Salvador, el Relator destacó la necesidad de incorporar una perspectiva de protección a los derechos de niños, niñas y adolescentes a las políticas de seguridad, resaltando buenas prácticas realizadas por los Estados.
65. El 7 de septiembre de 2011 fue publicado el Informe sobre Justicia Juvenil y Derechos Humanos en las Américas, en que la CIDH identifica los estándares internacionales de derechos humanos que deben ser observados por los sistemas de justicia juvenil en las Américas.  La Comisión Interamericana señala en el informe su preocupación por las debilidades de los sistemas de justicia juvenil, debido a la distancia entre el discurso y la realidad que enfrentan los niños, niñas y adolescentes acusados de haber infringido la ley penal en la región.  En el informe se exhorta a los Estados miembros a abolir la pena privativa de la libertad aplicada a niños, niñas y adolescentes, y se formulan recomendaciones orientadas a fortalecer las instituciones, leyes, políticas, programas y prácticas relativas a la justicia juvenil en la región.

66. El informe fue preparado con base en visitas a diversos países de la región, consulta de fuentes gubernamentales, no gubernamentales y académicas, consultas regionales y en las respuestas a un cuestionario por parte de gobiernos, representantes de la sociedad civil y expertos.  La elaboración del informe fue posible gracias a un memorándum de entendimiento entre la CIDH, la Oficina Regional para América Latina y el Caribe del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) y la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH).  Asimismo, se recibió el apoyo financiero del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), la organización Save the Children-Suecia y Luxemburgo.  La Comisión Interamericana también desea reconocer la cooperación de la oficina de la Representante Especial de la ONU sobre la Violencia contra los Niños.
67. El informe de Justicia Juvenil ha sido presentado en República Dominicana
, Uruguay
 y Argentina
.
68. El 24 de agosto de 2011 la Relatoría realizó una conferencia en San Ignacio, Belice sobre la garantía efectiva de la protección legal de niños, niñas y adolescentes contra el castigo corporal, en el marco de una serie de conferencias organizadas por UNICEF en dicho país.  Asimismo, la Relatoría visitó la ciudad de San Salvador, El Salvador, del 1º al 3 de septiembre de 2011, en donde participó en diversas reuniones de trabajo con autoridades del Estado salvadoreño y miembros de la sociedad civil, en las que se discutieron temas relevantes para la Relatoría.

69. Asimismo, la Relatoría visitó Perú del 6 al 11 de septiembre de 2011 con el fin de encontrarse con distintas organizaciones de la sociedad civil y personal de Naciones Unidas para intercambiar información sobre los principales problemas que afectan a los niños, niñas y adolescentes. Dentro del marco de las actividades realizadas, el Relator se trasladó a la ciudad de Puerto Maldonado a través de la Carretera Interoceánica, pudiendo observar los alrededores de los asentamientos mineros. 
4.
Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad

70. Durante 2011 la Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, a cargo del Comisionado Rodrigo Escobar Gil, continuó con sus actividades de apoyo en el sistema de peticiones individuales y en el estudio y trámite de medidas cautelares, casos y comunicaciones que se refieren a derechos de las personas privadas de libertad.  La Relatoría continuó también con sus esfuerzos para promover el reconocimiento y el respeto de los derechos de las personas privadas de libertad en la región.
71. La Relatoría organizó la primera reunión institucional entre representantes de mecanismos internacionales cuyo mandato comprende la protección de las personas privadas de libertad.  Esta reunión se celebró el 16 de marzo de 2011 en la sede de la CIDH y contó con la participación del Relator sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad de la CIDH; el Presidente del Comité contra la Tortura de la ONU; el Relator de la ONU sobre la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; el Vicepresidente del Subcomité contra la Tortura de la ONU; y la encargada para las Américas de la Sección de Cooperación Técnica y Operaciones de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos.

72. El objeto de la reunión fue discutir acerca de posibles líneas de cooperación entre los mecanismos, cómo mantener abiertos los canales de comunicación y qué actividades concretas se podrían realizar en forma conjunta en el futuro. Entre las que se sugirió la posible publicación de un informe conjunto sobre tortura y tratos crueles, inhumanos y degradantes a personas privadas de libertad en las Américas. Durante la reunión los representantes decidieron la publicación de un comunicado de prensa conjunto publicado el 18 de marzo. 

73. El 25 de abril de 2011, el abogado que apoya a la Relatoría participó como conferencista a distancia (vía conferencia telefónica) en el Foro de Consulta Ciudadana sobre el Sistema de Administración de Centros Penitenciarios en Panamá. Esta actividad estuvo organizada por la Defensoría del Pueblo de Panamá.

74. Durante 2011 la Relatoría realizó visitas de trabajo a Suriname del 25 al 27 de mayo, a Uruguay del 4 al 8 de julio.  En ambas visitas, la delegación se reunió con autoridades públicas y con organizaciones de la sociedad civil; realizó visitas de monitoreo a centros de privación de libertad y organizó talleres dirigidos a autoridades encargadas de la gestión penitenciaria.
75. Los días 29 y 30 de septiembre de 2011, la Relatoría participó en un seminario sobre la creación de un mecanismo local de prevención de la tortura en el estado de Minas Gerais, Brasil, en cumplimiento del Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura de Naciones Unidas.

5.
Relatoría sobre los Derechos de los Afrodescendientes y contra la Discriminación Racial

76. La Relatoría sobre los Derechos de las Personas Afrodescendientes y contra la Discriminación Racial, a cargo de la Comisionada María Silvia Guillén, continuó sus esfuerzos para promover el reconocimiento y el respeto de los derechos de las personas Afrodescendientes en la región.  Durante este año, la Relatoría continuó asesorando a la Secretaría Ejecutiva en la evaluación de peticiones y solicitudes de medidas cautelares sobre discriminación racial y/o la situación de los Afrodescendientes en las Américas, así como realizó distintas audiencias sobre el tema durante los 141°, y 143° períodos de sesiones de la CIDH.

77. El 14 de marzo de 2011, la Relatoría sobre los Derechos de los Afrodescendientes y contra la Discriminación Racial llevó a cabo la Conferencia Regional “La Situación de los Afrodescendientes en las Américas – Perspectivas y Desafíos”, organizada conjuntamente con la Oficina de la Alta Comisionada para los Derechos Humanos de Naciones Unidas y la organización no-gubernamental Global Rights – Partners for Justice.  El evento fue realizado en atención al “Año Internacional de los Afrodescendientes”, proclamado por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas mediante su Resolución A/RES/64/169, y reconocido por la Asamblea General de la OEA a través de su Resolución AG/RES. 2550 (XL-O/10): “Reconocimiento del Año Internacional de los Afrodescendientes”. Participaron de la Conferencia Regional expertos internacionales, incluyendo a funcionarios gubernamentales, académicos y representantes de la sociedad civil de EEUU, Brasil, Uruguay, Honduras, Colombia y Ecuador.  Los expertos debatieron sobre los siguientes temas: políticas de acción afirmativa a favor de los afrodescendientes; derechos colectivos de los afrodescendientes, particularmente el derecho a sus tierras; y discriminación racial en los sistemas de justicia, incluyendo estereotipos raciales, brutalidad policial, y la aplicación discriminatoria de la ley penal en los procesos judiciales.

78. El 15 de marzo de 2011, la Relatoría y la organización no-gubernamental Global Rights – Partners for Justice promovieron un Taller de Entrenamiento sobre el sistema interamericano de derechos humanos para líderes afrodescendientes de las Américas, que contó con la participación de 17 representantes de la sociedad civil provenientes de 9 países de la región.
79. En mayo de 2011, la Relatoría publicó un cuestionario dirigido a Estados y a sociedad civil, con el objeto de recopilar información que permita dar cuenta de la situación, problemáticas y desafíos de las personas afrodescendientes en las Américas.  Hasta la fecha, la Relatoría ha recibido 16 respuestas, incluyendo las de los siguientes Estados: Perú, Saint Kitts y Nevis, Colombia, Uruguay y México; así como de organizaciones de la sociedad civil.  

80. La Relatoría organizó durante los días 14 y 15 de julio de 2011 una reunión técnica con el fin de recibir los aportes y la colaboración de expertos internacionales para identificar los principales problemas, desafíos y buenas prácticas respecto de los afrodescendientes en la región, y los avances legislativos e institucionales en materia de acción afirmativa para este grupo humano.  Participaron los siguientes expertos: Gay McDougall (EEUU), Ignacio Cano (Brasil), Claudia Mosquera (Colombia), Carlos Augusto Viáfara López (Colombia), Rose-Marie Belle Antoine (Trinidad y Tobago/Santa Lucía) y Sir Clare Kamau Roberts (Antigua y Barbuda).
81. El 10 de mayo de 2011, en la ciudad de Lima, Perú, la Relatora Comisionada María Silvia Guillén ofreció una conferencia respecto de la Relatoría sobre los Derechos de los Afrodescendientes y contra la Discriminación Racial, durante el “Taller de Empoderamiento de la Sociedad Civil Afrodescendiente en el Sistema Interamericano”, organizado por el Departamento de Derecho Internacional de la OEA. Adicionalmente, la Relatora presentó una ponencia sobre el papel de la Relatoría sobre los Derechos de los Afrodescendientes y contra la Discriminación Racial de la CIDH, durante un seminario co-auspiciado por el Instituto de Derechos Humanos de la Universidad Centroamericana “José Simeón Cañas” y la organización no-gubernamental Global Rights - Partners for Justice, el 2 de junio de 2011, en San Salvador, El Salvador. 
82. Los días 29 y 30 de septiembre, la Relatoría ofreció una conferencia en el marco del “I Seminario sobre la Prevención de la Tortura, en Belo Horizonte, estado de Minas Gerais, Brasil, en el que presentó una ponencia sobre “Grupos Vulnerables: perspectivas sociales e históricas”. Esta actividad estuvo organizada por la Secretaría de Desarrollo Social de Minas Gerais (Brasil) y su Subsecretaría de Derechos Humanos. 

83. Asimismo, la Relatoría apoyó en la organización y en la realización del Sexto Curso de Entrenamiento “Sistemas Interamericano e Internacional de Derechos Humanos”, que se realizó en Washington, D.C, del 17 al 28 de octubre de 2011 con la participación de 26 activistas de derechos humanos provenientes de 12 países, y que este año tuvo como ejes fundamentales los temas relacionados con igualdad y no discriminación, con énfasis en los derechos de los Afrodescendientes. El Sexto Curso de Entrenamiento estuvo co-auspiciado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y American University Washington College of Law (AU WCL) con la colaboración del Centro por los Derechos Humanos y la Justicia Bernard y Audre Rapoport de la Universidad de Texas. 
84. La Relatoría también realizó una ponencia en el Curso de Capacitación “Incrementando la Participación e Incidencia de los y las Afrodescendientes en la Organización de los Estados Americanos y el Proceso de Cumbres de las Américas”, co-auspiciado por el Departamento de Asuntos Internacionales de la OEA y la organización no-gubernamental Global Rights - Partners for Justice, el 2 de noviembre de 2011, en Washington D.C., con la participación de 15 activistas afrodescendientes provenientes de 10 países del Hemisferio. 
85. Por último, la Relatoría participó del evento “Afro XXI – Encuentro Iberoamericano del Año Internacional de los Afrodescendientes”, realizado en Salvador, estado de Bahía, Brasil, del 16 al 19 de noviembre de 2011, al que asistieron unas 2,500 personas.  Durante el referido evento, el abogado de la Relatoría impartió una charla sobre “Marcos legales nacionales e internacionales [sobre discriminación racial], y acceso a la justicia” para las personas afrodescendientes.  El evento fue organizado por la Secretaría General Iberoamericana (SEGIB), junto con el Gobierno Federal de Brasil, el Gobierno Estadual de Bahía, la Fundación Alexandre de Gusmão, así como diversas agencias especializadas de la Organización de las Naciones Unidas.  El evento fue llevado a cabo en atención a la Resolución A/RES/64/169, que proclamó el año que comenzó el 1° de enero de 2011 “Año Internacional de los Afrodescendientes”, con miras a fortalecer las medidas nacionales y la cooperación regional e internacional en beneficio de los afrodescendientes para el goce pleno de sus derechos humanos.  El objetivo general del Encuentro Iberoamericano fue visibilizar la presencia de los afrodescendientes en el Hemisferio, las principales dificultades enfrentadas por ellos, los aportes sociales, culturales y económicos que las comunidades afrodescendientes realizan a Iberoamérica, resaltar políticas públicas inclusivas y buenas prácticas, así como debatir estrategias de inclusión social de los afrodescendientes en los diversos contextos nacionales y sus contribuciones al desarrollo.
86. El 5 de diciembre de 2011 la CIDH aprobó el informe regional “La situación de las personas afrodescendientes en las Américas”, en el que se destaca y visibiliza la situación de las personas afrodescendientes, en el entendimiento de que la identificación de esta población y sus necesidades es el paso inicial para poder construir categorías jurídicas apropiadas, y emprender las medidas jurídicas y políticas necesarias para proteger y garantizar sus derechos humanos. En este sentido, la Comisión Interamericana espera que este informe contribuya de manera sustancial y positiva al respeto, avance y protección de los derechos humanos de las personas afrodescendientes y constituya una herramienta útil tanto para la protección de las personas afrodescendientes en el ámbito nacional, como para la utilización del sistema interamericano de derechos humanos por parte de todos los usuarios.  Con este informe, la CIDH busca dar una contribución a la apropiación de los derechos humanos por parte de las personas afrodescendientes en las Américas, a su fortalecimiento, y busca entregarles una herramienta de empoderamiento. En este contexto, y en particular, en el Año Internacional de los Afrodescendientes, la Comisión entiende que este informe regional representa una primera instancia de enfoque general y sistémico respecto de la situación de las personas afrodescendientes en las Américas, que además permitirá trazar diferentes líneas de trabajo hacia el futuro.
6.
Relatoría sobre Trabajadores Migrantes y Miembros de sus Familias
87. El 17 de marzo de 2011, la CIDH publicó el  “Informe sobre inmigración en Estados Unidos: Detención y Debido Proceso”, el cual incluye un análisis de estándares internacionales relevantes en materia de derechos humanos de los migrantes; las observaciones y preocupaciones de la CIDH respecto a la detención migratoria, ciertos procedimientos migratorios, condiciones de detención y su impacto sobre el debido proceso; y cierra con conclusiones y recomendaciones finales.  A través del informe, la CIDH hace énfasis en ciertos grupos vulnerables en el ámbito de la detención migratoria, tales como los menores no acompañados, las familias migrantes, los solicitantes de asilo, las personas con discapacidad o desórdenes mentales, entre otros. 

88. El 18 de marzo de 2011 la Relatoría participó en la Reunión de Trabajo acerca del Tratamiento Normativo de la Inmigración Indocumentada -  Estudio de Derecho Comparado: Estados Unidos y España, llevada a cabo en la sede de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH en Washington D.C., en conjunto con el Instituto Universitario de Investigación en Estudios Norteamericanos “Benjamin Franklin” de la Universidad de Alcalá, España. El objetivo de está reunión de trabajo fue discutir acerca del marco normativo en materia de migrantes indocumentados en los dos países objeto de comparación. Asimismo, este espacio sirvió para discutir acerca de los aportes de los sistemas regionales de derechos humanos en materia de protección de los derechos de todos los migrantes y sus familiares. 

89. Entre el 11 y el 13 de abril de 2011, la Relatoría sobre los Derechos de los Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias realizó una presentación acerca del mecanismo de peticiones individuales ante la Comisión Interamericana en el marco del Seminario Mecanismos y Experiencias Internacionales para la Defensa de los Defensores/as de los Derechos Humanos de Migrantes en México, el cual se llevó a cabo en Ciudad de México organizado por el Project Counselling Service (PCS), el Colectivo ANSUR y auspiciado por la Fundación Ford, Oficina para México y Centroamérica e Interchurch Organization for Development Cooperation (ICCO). 

90. El 13 de abril de 2011, la Relatoría participó en el Taller “Aprendiendo de las experiencias: cooperación bilateral para la gestión migratoria”, organizado por el Programa de Migración y Desarrollo de la Organización de los Estados Americanos. La intervención de la Relatoría estuvo dirigida a presentar los estándares de protección de derechos humanos de los migrantes y sus familias, con el objetivo de que estos sean recogidos por los Estados al momento de definir sus políticas de gestión migratoria. 

91. La Relatoría participó en la Mesa redonda sobre Alternativas a la Detención de Migrantes, organizada por la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR)  y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en Ginebra, Suiza, los días 12 y 13 de abril de 2011. El Comisionado Felipe González, Relator para Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias, realizó una presentación acerca de la forma en la que han sido abordados los programas de alternativas a la detención de refugiados, solicitantes  de asilo, apátridas y migrantes irregulares en las Américas; así como de los estándares que han sido trazados por los órganos del Sistema Interamericano en materia de detención y alternativas a la detención de migrantes. 

92. La Relatoría brindó asesoría a los participantes del Modelo de Asamblea General de la OEA (MOEA) que se realizó del 18 al 20 de mayo de 2011 en San Salvador, El Salvador, como parte de las actividades promocionales previas al XLI Periodo Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización.  El propósito del Modelo fue dar a conocer las prioridades de la agenda interamericana, que incluyó como temas especiales la situación de los trabajadores migratorios y sus familias, así como la seguridad ciudadana. El MOEA fue organizado conjuntamente por la Secretaría de Relaciones Externas de la OEA, el Ministerio de Relaciones Exteriores de El Salvador, la Secretaría de Inclusión Social, la Universidad Centroamericana José Simeón Cañas, y la Universidad de El Salvador. 

93. El 2 de junio de 2011, la Relatoría hizo una presentación acerca de los estándares desarrollados por el sistema interamericano de derechos humanos en materia de protección de las personas migrantes en el marco del Seminario Internacional sobre Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, el cual fue organizado por el Colegio Interamericano de Defensa en Washington, Estados Unidos. 

94. En el marco del Seminario sobre Protección de Mujeres Migrantes en Situación de Especial Vulnerabilidad llevado a cabo en Madrid, España, los días 7 y 8 de junio de 2011, el Relator realizó una conferencia sobre la Protección Internacional de los Derechos de las Mujeres Migrantes el día 7 de junio. Este seminario fue organizado por el Grupo de Investigación sobre el Derecho y la Justicia, la Universidad Carlos III de Madrid y el Programa de Investigación en Cultura de la Legalidad. 

95. Del 15 al 16 de junio de 2011 el Comisionado Relator Felipe González participó del Coloquio Conjunto sobre el rol de los sistemas regionales de derechos humanos en la interpretación y aplicación de las normas legales para la protección de las personas desplazadas forzosamente.  El Coloquio Conjunto, que se realizó en Estrasburgo, Francia, fue organizado conjuntamente por el Consejo de Europa y el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados.  Además del Comisionado Relator sobre derechos de los trabajadores migratorios y miembros de sus familias, participaron del Coloquio Conjunto el Comisionado Relator sobre defensores y defensoras de derechos humanos, José de Jesús Orozco Henríquez; miembros de la Corte Europea de Derechos Humanos; representantes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la Comisión y de la Corte Africana de Derechos Humanos; y directivos de ACNUR y del Consejo de Europa.  Los Comisionados González y Orozco realizaron presentaciones en nombre de la CIDH y participaron, respectivamente, en paneles sobre los siguientes temas: “Acceso a los sistemas de derechos humanos con un enfoque en la protección contra el refoulement” y “Derechos económicos y sociales de las personas en necesidad de protección”.  También participó un abogado de la Secretaría Ejecutiva en el panel sobre “Protección de las personas que huyen de los conflictos y la violencia generalizada”.

96. Entre el 25 de julio al 2 de agosto de 2011, la Relatoría sobre los Derechos de los Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias de la CIDH realizó una visita a México. La delegación estuvo compuesta por el Comisionado Felipe González, Relator sobre los Derechos de los Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias y Santiago A. Canton, Secretario Ejecutivo de la CIDH.  El objetivo principal de la visita fue observar la situación de los derechos humanos de las personas migrantes en México. En el marco de la visita, la delegación de la CIDH visitó la Ciudad de México; Oaxaca e Ixtepec, en el estado de Oaxaca, Tapachula y Ciudad Hidalgo, en el estado de Chiapas; Tierra Blanca y Veracruz, en el Estado de Veracruz; y Reynosa y San Fernando, en el estado de Tamaulipas. Durante la visita la Relatoría sostuvo reuniones con autoridades del orden federal, estadual y municipal; con organizaciones de la sociedad civil; así como con organismos internacionales con sede en México. Al final de la visita la Relatoría de la CIDH presentó sus observaciones preliminares a la visita en las cuales formuló una serie de recomendaciones a ser implementadas por el Estado mexicano a la mayor brevedad posible. Tras la visita la Relatoría comenzó a trabajar en la preparación del informe de la visita a México.
97. El 16 de noviembre la Relatoría fue invitada a participar en la Reunión de trabajo del Programa de Defensa e Incidencia Binacional de la Iniciativa Frontera Norte en Tijuana, México. En el marco de esta actividad la Relatoría realizó un taller de capacitación acerca de los mecanismos de protección que prevé el Sistema Interamericano de Derechos Humanos para promover y proteger los derechos de las personas migrantes, así como del mandato y las funciones de la Relatoría sobre los Derechos de los Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias de la CIDH y del impacto de la Opinión Consultiva 18-03. Esta actividad contó con la participación de miembros de la Coalición Pro Defensa del Migrante, Centro de Recursos para Migrantes, Centro de Derechos Humanos del Migrante, Red de Casas YMCA de Menores Migrantes, todas ubicadas a lo largo de las diferentes entidades federativas que integran la Frontera Norte de México. Asimismo, la Relatoría estuvo presente en el Coloquio sobre Políticas de Seguridad en la Frontera y Derechos Humanos de los Migrantes, organizado por el Colegio de la Frontera Norte en Tijuana, Estado de Baja California, México. 
98. En el marco del XXX Modelo de la Asamblea General de la OEA para Colegios Secundarios (30th MOAS/HS), organizado por el Departamento de Asuntos Internacionales de la OEA, la Relatoría colaboró proveyendo asesoría técnica a los participantes acerca del tema “Protegiendo los derechos de los trabajadores migratorios y sus familias”. Este evento se llevó a cabo del 30 de noviembre al 3 de diciembre de 2011, en Washington DC. 

 

99. En la actualidad la Relatoría se encuentra trabajando en la elaboración de un informe acerca de estándares interamericanos de derechos humanos de los migrantes. Asimismo, la Relatoría sobre los Derechos de los Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias, en conjunto con la Relatoría sobre los Derechos del Niño y otras secciones de la Secretaría Ejecutiva, se encuentran trabajando en las observaciones que la Comisión Interamericana remitirá a la Corte Interamericana con relación a la solicitud de opinión consultiva hecha por los Estados miembros del Mercosur, relativa a las obligaciones jurídicas que tienen los Estados con relación a los niños y niñas migrantes.

7.
Relatoría sobre Defensores y Defensoras de Derechos Humanos
100. Durante su 141º período ordinario de sesiones de marzo de 2011, la CIDH decidió crear una Relatoría sobre la situación de las defensoras y los defensores de derechos humanos, en consideración de las denuncias recibidas y en busca de dar mayor visibilidad a la importancia del rol de las defensoras y defensores, así como de los operadores de justicia, en la construcción de una sociedad democrática en la que tenga plena vigencia el Estado de derecho. El Relator es el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez.
101. La Relatoría ha sostenido encuentros con representantes de la sociedad civil en el marco de los períodos de sesiones con audiencias públicas.  En dichas reuniones se ha recibido información sobre la situación de defensoras, defensores y operadores de justicia en la región, y se ha compartido  los avances relacionados con el "Segundo Informe sobre la situación de los defensores y las defensoras en las Américas", y con respecto de las áreas de trabajo de la Relatoría.
102. El Relator, junto con miembros del equipo de la Relatoría, participó en un seminario titulado “Mecanismos y experiencias internacionales para la defensa de los defensores/as de derechos humanos de migrantes en México”. Dicho evento tuvo lugar en México D.F. durante los días 11 y 12 de abril de 2011 y fue organizado por la Consejería en Proyectos (PCS) y el Colectivo ANSUR. El seminario giró en torno a los desafíos que enfrentan los y las defensoras de personas migrantes en México así como de los mecanismos de protección disponibles y su aplicación, desde una experiencia comparativa entre Colombia y México.  El 13 de abril la Relatoría se reunió con defensoras y defensores de derechos humanos que trabajan en México para dialogar sobre los proyectos de la Relatoría y las actividades de interés común.

103. Asimismo, por invitación de varias organizaciones, una abogada de la Relatoría participó en un taller sobre criminalización de defensoras y defensores, especialmente en el contexto de resistencia a las actividades de empresas transnacionales y la protección de comunidades afectadas por dichas compañías. El taller se llevó a cabo el 28 de abril en Bruselas, Bélgica y fue convocado por el Brigadas Internacionales de Paz (PBI), la Federación Internacional de Derechos Humanos (FIDH), la Organización Mundial contra la Tortura (OMCT), entre otras  organizaciones que trabajan sobre el tema de defensores/as de derechos humanos en la región.

104. El Relator participó junto con la coordinadora del Grupo de Protección de la CIDH en una reunión informal convocada por la Oficina del Comisionado de Derechos Humanos del Consejo de Europa y de la Corte Europea de Derechos Humanos. La reunión tuvo lugar en Estrasburgo el 17 de junio,  al finalizar un Coloquio sobre Refugiados en el que participaron los Comisionados González y Orozco por invitación de ACNUR y la Corte Europea, y se trató el tema de los mecanismos de protección a periodistas y defensores en el Sistema Interamericano.

105. El 28 de julio de 2011, la Relatoría impartió una conferencia en el “Conversatorio sobre Protección a Defensoras y Defensores de Derechos Humanos” organizado por Brigadas de Paz Internacional en la Ciudad de Guatemala.  En dicho evento intervinieron además, representantes de la Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos, delegados de la Unión Europea, así  como defensoras y defensores de derechos humanos, que explicaron y compartieron sus experiencias sobre los diversos mecanismos internacionales para la protección a defensores y defensoras en América. Asimismo, entre el 27 y 29 de julio de 2011, la Relatoría de Defensoras y Defensores sostuvo encuentros informales con organizaciones de la sociedad civil, y el 28 de julio de 2011 impartió un taller sobre los mecanismos de protección que ofrece el sistema interamericano. 
106. Igualmente, a invitación del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, el Relator impartió una conferencia el 10 de agosto de 2011 en el XXIX Curso Interdisciplinario en Derechos Humanos en materia de Justicia y Seguridad, que tuvo lugar en San José, Costa Rica. 
107. El 14 y 15 de septiembre de 2011 la CIDH participó en un panel sobre mecanismos de protección a defensores y defensoras en la Sexta Plataforma de Defensores de Derechos Humanos, en Dublin, Irlanda por invitación de la Organización Frontline. 
108. El Relator participó asimismo en el curso que impartieron conjuntamente la CIDH, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos y la Facultad de Derecho de la American University en el marco del 143º período ordinario de sesiones de la CIDH.
109. Durante los días 5 y 6 de diciembre de 2011 el Relator y el Secretario Ejecutivo de la CIDH participaron en el “Encuentro de Defensoras y Defensores de Derechos Humanos de América Latina” organizado por el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, Argentina.  En el encuentro participaron representantes de organizaciones sociales de derechos humanos de 14 países del Hemisferio, quienes discutieron desafíos y obstáculos a la actividad de defensa de los derechos humanos, así como estrategias de promoción y protección de los derechos de defensoras y defensores en América Latina.  En el marco del evento, el Relator compartió con los asistentes las conclusiones preliminares del Segundo Informe sobre la Situación de las Defensoras y los Defensores de Derechos Humanos en las Américas.  El 7 de diciembre de 2011 la Relatoría llevó a cabo un taller con personal en la Defensoría General de la Nación de Argentina sobre los mecanismos de protección a defensoras y defensores de derechos humanos en el sistema interamericano.
110. El Relator y un abogado de la Relatoría participaron en el "Segundo Curso de Formación Especializada en Derechos Humanos" organizado por la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal de México, entre los días 9 y 11 de diciembre de 2011.  Dicha actividad estuvo dirigida a la formación del personal profesional de carrera de la CDHDF.  
111. Finalmente, con fecha 27 de diciembre de 2011 la CIDH aprobó el Segundo Informe sobre la Situación de las Defensoras y los Defensores de Derechos Humanos en las Américas.  El informe busca dar seguimiento al informe de 2006 sobre dicha materia, y actualizar los estándares internacionales sobre la materia.  En él se da seguimiento a las recomendaciones en los siguientes temas: problemas que enfrentan defensoras y defensores de derechos humanos en la región; defensoras y defensores en especial situación de riesgo; independencia e imparcialidad de los operadores judiciales como garantía de acceso a la justicia; y mecanismos de protección para defensoras y defensores de derechos humanos.  Según se desarrolla en el informe, los Estados deben adoptar las medidas correspondientes en los cuatro ámbitos a fin de implementar una política global de protección de las y los defensores de derechos humanos, según lo precisó la CIDH en su informe de 2006.  En cada sección se hace referencia a las recomendaciones emitidas por la Comisión Interamericana en su informe anterior y se incluyen las medidas que algunos Estados han adoptado para implementarlas.  
F.
Otros eventos y actividades

Tratados interamericanos de derechos humanos

112. El 10 de noviembre de 2011, Honduras depositó ante la Secretaría General de la OEA el documento de adhesión de los siguientes instrumentos interamericanos de derechos humanos:

· Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad.
· Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos Relativo a la Abolición de la Pena de Muerte.
· Protocolo Adicional a la Convención Americana en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador".
Becas y pasantías
113. La Comisión Interamericana continuó en 2011 con su programa de becas “Rómulo Gallegos”.  El programa brinda capacitación sobre el sistema interamericano a abogados jóvenes de Estados Miembros de la OEA, seleccionados anualmente en un concurso muy competitivo, con base en sus antecedentes académicos y su compromiso con los derechos humanos.

	2010 – 2011
	Adriana Caicedo Trujillo, Beca Rómulo Gallegos

Rushelle Amanda Liverpool, Beca Rómulo Gallegos

Matias Meza-Lopehandía, Beca Rómulo Gallegos

Jorge Humberto Meza Flores, Beca de Defensores


	Colombia

Guyana

Chile

México

	
	Étienne Chénier-Laflèche, Beca Brian Tittemore
	Canadá

	2011
	Edgar Guatemal Campués, Beca de Pueblos Indígenas
	Ecuador

	2011 – 2012
	Patricia Tarre Moser, Beca Notre Dame
	Venezuela

	
	Catherine Lafontaine, Beca Brian Tittemore
	Canadá


114. Además de su programa de becas, la Comisión Interamericana continuó y amplió su programa de pasantías.  Éstas, que son administradas en cooperación con el Programa de Estudiantes Internos de la OEA, están destinadas a estudiantes universitarios y egresados, así como a jóvenes profesionales, con la finalidad de que puedan adquirir una experiencia práctica en el sistema interamericano en relación con sus campos de estudio.  Las pasantías tienen por objeto brindar la oportunidad de conocer la labor de la Comisión Interamericana a los estudiantes y egresados recientes de derecho u otras disciplinas conexas.  También ofrece a los profesionales una oportunidad de adquirir capacitación práctica en el área de los derechos humanos y de trabajar junto a los abogados de la Secretaría Ejecutiva en las distintas actividades que desempeña la CIDH.  En 2011, la Comisión Interamericana recibió un total de 35 pasantes.  Se puede acceder a información adicional sobre los programas de becas y pasantías de la Comisión Interamericana en la página electrónica de la Comisión Interamericana: www.cidh.org.

Actividades de cooperación con otras instituciones de derechos humanos
115. A invitación de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas, el 18 y 19 de abril de 2011 el Secretario Ejecutivo participó en una reunión de expertos sobre seguridad ciudadana en Ginebra, Suiza, en la que presentó las conclusiones y recomendaciones del informe de la CIDH sobre el tema.  Asimismo, el 20 de abril se llevó a cabo un taller de formación para el personal de la Secretaría Ejecutiva sobre investigación forense, dirigido por el Comité Internacional de la Cruz Roja y el Centro para la Rehabilitación de las Víctimas de Tortura. 
116. Durante los días 4 y 5 de abril de 2011, la Relatora sobre Derechos de las Mujeres y la Secretaria Ejecutiva Adjunta de la CIDH participaron en el Foro Hemisférico “Liderazgo de la Mujeres para la Democracia de Ciudadanía” organizado en Washington, D.C. por la Comisión Interamericana de Mujeres.
117. El 5 de junio de 2011 la CIDH, la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas, la Comisión Interamericana de Mujeres y el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, llevaron a cabo un foro sobre seguridad ciudadana y derechos humanos en San Salvador, El Salvador.  El objeto del foro fue promover el diálogo sobre la interrelación entre la seguridad ciudadana y los derechos humanos en el marco de la Asamblea General de la OEA referida a dicho tema.  Participaron en el foro unas 100 personas, que incluyeron representantes de Estados miembros y países observadores, representantes de la sociedad civil y autoridades públicas salvadoreñas.  Entre los panelistas participaron en representación de la CIDH la Presidenta Dinah Shelton y el Comisionado Paulo Sérgio Pinheiro.
118. El 13 de septiembre de 2011 la CIDH participó en un panel sobre protesta pacífica a invitación de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos. El panel se realizó en Ginebra, Suiza.

119. Por invitación de la Secretaría General de la OEA, la CIDH participó el 12 y el 13 de octubre de 2011 en el Foro Unión Africana-OEA sobre “desafíos y oportunidades en la promoción y defensa de la democracia y los derechos humanos en África y las Américas”.  Dicho foro se realizó en Addis Abeba, Etiopía y tuvo como ejes temáticos centrales la cooperación entre la OEA y la UA en la protección y promoción de derechos humanos en ambas regiones. 

120. También el 12 y 13 de octubre de 2011 la CIDH participó en un taller regional de expertos sobre el tema de incitación al odio, realizado en Santiago de Chile, por invitación de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas.
Otras actividades de promoción 
121. El 25 de abril de 2011 el Secretario Ejecutivo de la CIDH participó en el Foro Hemisférico con la sociedad civil organizado en Washington por el Departamento de Relaciones Externas de la OEA, cuyo objeto fue promover la participación de la sociedad civil en los diálogos sobre el tema central de la Asamblea General de la OEA de 2011 referido a la seguridad ciudadana.

122. Los días 26 y 27 de abril de 2011 el Secretario Ejecutivo participó en el V Encuentro Internacional de Derecho Humanitario y Derecho Militar, que tuvo lugar en Lima, Perú, por invitación de la Asociación Internacional  de Justicias Militares (AIJM).  En la misma oportunidad, el Secretario ejecutivo fue invitado por el Instituto de Defensa Legal a presentar el informe “Derechos de los Pueblos Indígenas y Tribales sobre sus Tierras Ancestrales y Recursos Naturales”.

123. El 12 de mayo de 2011 el Secretario Ejecutivo participó en el Diálogo Subregional de los Miembros del Sistema de la Integración Centroamericana y México: “Democracia para la Paz, la Seguridad y el Desarrollo”, en San José de Costa Rica.  Este evento se realizó en Conmemoración del 10º Aniversario de la Carta Democrática Interamericana.

124. El 10 de junio de 2011 se llevó a cabo en la sede de la CIDH un primer diálogo informal sobre el procedimiento de solución amistosa con personas expertas en el sistema interamericano, con miras a avanzar en la identificación de buenas prácticas que permitan fortalecer la iniciativa que la CIDH se encuentra desarrollando sobre este tema.
125. El 22 de agosto de 2011 se llevó a cabo en la CIDH un taller para funcionarios de la Secretaría Ejecutiva sobre Resolución Alternativa de Conflictos, con el objetivo de avanzar en el fortalecimiento del programa de soluciones amistosas.  El taller fue dirigido por el Profesor Charles Craver de la Universidad George Washington.

126. El 24 de septiembre de 2011 la Comisión Interamericana participó de una serie de seminarios promocionales organizados por el Poder Judicial de México en los estados de León, Puebla y Sinaloa.  En los seminarios se analizaron las reformas constitucionales en materia de amparo en dicho país, así como la decisión reciente de la Suprema Corte de Justicia de México respecto del caso Radilla Pacheco y el reconocimiento por parte de dicho tribunal de la figura del control de convencionalidad.  El Comisionado Orozco Henríquez y abogados de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH participaron en ponencias simultáneas sobre el sistema interamericano de derechos humanos en general, y sobre el control de convencionalidad, dirigidas a jueces federales y que se desarrollaron en cada uno de los tres estados mencionados.

127. El 10 de octubre de 2011, la CIDH participó por invitación de la Coalición Mundial contra la Pena de Muerte en un panel de discusión sobre la jurisprudencia internacional en materia de pena de muerte y prohibición del trato o castigo cruel, inhumano o degradante. Dicho evento tuvo lugar en Ginebra, Suiza.

128. Asimismo, el 14 de octubre de 2011 se realizó una ceremonia de firma de un acuerdo de cooperación entre la CIDH y la Suprema Corte de Justicia de la Nación de México. A dicho acto asistieron la Presidenta y el Primer Vicepresidente de la Comisión Interamericana y el Ministro Presidente, Juan Silva Meza, en representación de la Suprema Corte.
129. La CIDH estuvo representada en el Seminario Internacional sobre “Implementación de sentencias y recomendaciones del sistema interamericano de derechos humanos”, organizado por el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile.  El seminario se llevó a cabo el 9 de noviembre de 2011 en la sede de dicho Ministerio en Santiago de Chile, y tuvo por objeto fortalecer el conocimiento de los agentes del Estado del carácter vinculante de las decisiones de los órganos del sistema interamericano.  Participaron representantes de los Ministerios que integran el Grupo Interministerial de Coordinación; miembros y abogados de las Comisiones de derechos humanos del Senado y la Cámara de Diputados; funcionarios del Poder Judicial, Fiscalía Nacional y Defensoría Penal Pública) y del Instituto Nacional de Derechos Humanos. 
130. La Comisionada María Silvia Guillén participó del “Diálogo sobre el Informe sobre seguridad ciudadana y derechos humanos: desafíos y perspectivas para la implementación de las recomendaciones”, organizado por el Instituto Interamericano de Derechos 
Humanos con auspicio de la CIDH.  El encuentro tuvo lugar en San Salvador, El Salvador los días 28 y 29 de noviembre de 2011, y contó con la participación de altas autoridades policiales de Estados Miembros de la OEA de la región centroamericana y Colombia, además de representantes de la sociedad civil.

131. Con fechas 29 y 30 noviembre 2011 se llevó adelante en la sede de la CIDH la “Consulta Regional para las Américas sobre el fortalecimiento de la cooperación entre los mecanismos de Naciones Unidas y regionales de derechos humanos sobre prevención de la tortura y protección de víctimas de tortura, especialmente personas privadas de su libertad”.   Participaron del encuentro la Presidenta de la CIDH y el Comisionado Relator sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad, el Presidente del Comité contra la Tortura, el Vice-Presidente del Subcomité para la Prevención de la Tortura, el Relator Especial de la ONU para la Tortura, representantes de la CIDH y de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, así como representantes de Mecanismos Nacionales de Prevención de la tortura (MNP) de la región, instituciones nacionales de derechos humanos y organizaciones de la sociedad civil.  En la reunión se identificaron medios concretos y herramientas de cooperación entre los mecanismos de derechos humanos de la ONU y el sistema interamericano en la lucha contra la tortura y los malos tratos, teniendo en cuenta áreas de trabajo como intercambio de información, posibles actividades conjuntas, y seguimiento de recomendaciones; asimismo, se abordó el papel de los MNP y las organizaciones de la sociedad civil. 

132. Los días 1 y 2 de diciembre de 2011, la CIDH participó del Taller para Abogados sobre el “Uso de prueba forense en la lucha contra la tortura”, realizado en Copenhagen, Dinamarca, y auspiciado por la organización International Rehabilitation Council for Torture Victims (IRCT).

133. Asimismo, la CIDH estuvo representada por la Comisionada Dinah Shelton en un seminario regional sobre la Declaración de Derechos Humanos de la Asociación de Naciones del Sudeste Asiático, que tuvo lugar en Bali, Indonesia.  Los expertos invitados contribuyeron su valiosa experiencia en la Comisión Interamericana, la Comisión Africana sobre Derechos Humanos y de los Pueblos, y la Oficina  del Alto Comisionado de Naciones Unidas para Derechos Humanos.  Entre las recomendaciones del seminario cabe destacar la importancia del papel de la sociedad civil en la promoción y protección de derechos humanos, así como la contribución de los mecanismos regionales independientes para el perfeccionamiento de los estándares de derechos humanos. 
134. La Comisionada Presidenta Dinah Shelton participó en el encuentro internacional “Pluralismo Jurídico en Sociedades Multiculturales” que se llevó a cabo en Lima, Perú del 12 al 14 de diciembre de 2011.  El encuentro, organizado por la Comisión Andina de Juristas y auspiciado por el Gobierno de Francia, tuvo como objetivo analizar las experiencias de pluralismo jurídico en la Región Andina y cómo las cortes internacionales y los Estados han definido parámetros para abordarlo. 

G.
Contribuciones financieras

135. La CIDH agradece las contribuciones efectuadas durante el 2011 por los gobiernos de los siguientes países miembros de la OEA: Argentina, Canadá, Chile, Costa Rica, Ecuador, Estados Unidos y México.  También desea agradecer a los Países Observadores que apoyan las actividades de la Comisión Interamericana: Azerbaijan, Dinamarca, España, Finlandia, Francia, Grecia, Holanda, Irlanda y Suiza. Asimismo, la Comisión Interamericana valora y agradece las contribuciones recibidas del Fondo de Población de Naciones Unidas, la Fundación Sueca para los Derechos Humanos, International Group for Indigenous Affairs (IWGIA), Save the Children/Suecia y la Universidad de Notre Dame.
136. Con el fin de promover una mayor coordinación entre los donantes y de optimizar sus niveles de eficiencia, la CIDH se propuso adoptar un sistema que permita mostrar los resultados alcanzados de una manera transparente, mediante indicadores medibles y realistas.  Con este objeto, preparó su Plan Estratégico 2011-2015 y lo presentó en la “Reunión Técnica para la Coordinación del Apoyo al Sistema Interamericano de Derechos Humanos – CIDH”,  los días 1 y 2 de marzo de 2011 en Ottawa, Canadá.  El objeto de la reunión técnica fue sentar las bases para una nueva modalidad de cooperación de carácter programático a mediano y largo plazo, y con un sistema basado en resultados, que permita informar de manera única y eficaz a todos los donantes. 
137. Una segunda reunión fue convocada por la Corte Interamericana el 10 de junio de 2011, inmediatamente después de la Asamblea General de la OEA.  La Corte Interamericana presentó en dicha oportunidad sus necesidades de financiamiento, y propuso a los donantes contribuir con aportes por 2 millones de dólares de EE.UU. en los próximos 3 años.

138. El 4 de octubre de 2011 se presentó el Plan Estratégico completo a los países observadores. A la reunión asistieron representantes de la Unión Europea, Francia, Holanda, Portugal, Israel, Marruecos y Serbia. También asistieron a la reunión tanto el Administrador Ejecutivo del Fondo español para la OEA, como el delegado de la Agencia Canadiense de Desarrollo Internacional. 

H.
Actividades de la CIDH en relación con la Corte Interamericana de Derechos Humanos
139. Durante el año 2011 la Comisión continuó ejerciendo sus mandatos convencionales y reglamentarios ante la Corte Interamericana. A continuación se desagrega en detalle la actuación de la Comisión ante la Corte en el siguiente orden: i) Sometimiento de casos contenciosos; ii) Solicitudes de medidas provisionales; iii) Comparecencia y participación en las audiencias públicas y privadas; iv) Presentación de observaciones escritas a los informes estatales en los casos en supervisión de cumplimiento de sentencia; y v) Presentación de observaciones escritas a los informes estatales sobre implementación de medidas provisionales.

1. Sometimiento de casos contenciosos

140. De conformidad con el artículo 51 de la Convención Americana y el artículo 45 de su Reglamento, durante el año 2011 la Comisión sometió 23 casos a la jurisdicción de la Corte Interamericana.

a. 
García y otros vs. Guatemala

141. El 9 de febrero de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con la desaparición forzada de Edgar Fernando García, sindicalista y dirigente estudiantil, quien fue baleado y detenido el 18 de febrero de 1984 por miembros de la Brigada de Operaciones Especiales de la Policía Nacional guatemalteca, sin que hasta la fecha se conozca su paradero. La desaparición forzada de Edgar Fernando García ocurrió en un contexto de política contrainsurgente caracterizada por el terror y las violaciones sistemáticas a los derechos humanos que afectó principalmente a las personas o grupos que fueran calificados como “enemigos internos”. El presente caso es ilustrativo de dicho contexto, en tanto el señor García, entre otras actividades, al momento de su desaparición era líder estudiantil y sindical, lo que lo llevó a ser identificado como enemigo del régimen represivo. 

142. Por otra parte, el caso es representativo del uso de la inteligencia militar como forma de contrainsurgencia. Tal como la CIDH dio por probado en su informe de fondo, el documento conocido como “Diario Militar” dado a conocer por la organización no gubernamental National Security Archive en 1999, tras ser ocultado durante años, contiene un registro de operativos -secuestros, detenciones secretas y, en muchos casos, asesinatos- e información sobre las víctimas de dichos operativos. Este documento fue elaborado por la unidad de la inteligencia presidencial guatemalteca conocida como El Archivo, entre agosto de 1983 y marzo de 1985. El llamado Diario Militar contiene seis secciones. La sexta sección representa la parte más relevante del documento, pues en sus 53 páginas contiene un registro de acciones perpetradas contra unas 183 personas, dentro de las cuales se encuentra Edgar Fernando García.

b.
Dorzema y otros (Masacre de Guayubín) vs. República Dominicana
143. El 11 de febrero de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con el uso excesivo de fuerza de militares en contra de un grupo de haitianos, en el cual perdieron la vida siete personas y resultaron heridas varias más.  Los hechos fueron puestos en conocimiento directo de la justicia militar la cual, luego de varios años de proceso y pese a la solicitud de los familiares de los ejecutados de ser sometida a la jurisdicción ordinaria, absolvió a los militares involucrados. Además, algunas de las víctimas sobrevivientes sufrieron violación a su libertad personal y violaciones a las garantías judiciales y protección judicial, puesto que fueron expulsadas de la República Dominicana, sin recibir las garantías debidas en su carácter de migrantes.  La Comisión destacó que los hechos del presente caso se enmarcan en un contexto más general de discriminación en contra de personas haitianas o de origen haitiano en la República Dominicana, así como de deportaciones de haitianos de la República Dominicana. 

c.
Gudiel Álvarez y otros (Diario Militar) vs. Guatemala
144. El 18 de febrero de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con la desaparición forzada de las 26 víctimas individualizadas en el informe de fondo, con la desaparición forzada y ejecución extrajudicial de Rudy Gustavo Figueroa Muñoz y con la detención y tortura de la niña Wendy Santizo Méndez. Estos hechos se encuentran en la impunidad, en tanto el Estado de Guatemala no ha realizado una investigación seria y efectiva ni ha identificado ni sancionado a los responsables materiales e intelectuales de los mismos. El presente caso es ilustrativo del contexto de la política contrainsurgente caracterizada por el terror y las violaciones sistemáticas a los derechos humanos durante el conflicto armado en Guatemala, así como de la situación de impunidad que habitualmente acompaña estas violaciones en Guatemala. A esto se suma el ocultamiento durante años de información relacionada con el uso de la inteligencia militar como forma de contrainsurgencia.
145. Tal como la CIDH dio por probado en su informe de fondo, el documento conocido como “Diario Militar” dado a conocer por la organización no gubernamental National Security Archive en el año 1999, contiene un registro de operativos -secuestros, detenciones secretas y, en muchos casos, asesinatos- e información sobre las víctimas de dichos operativos. Este documento fue elaborado por la unidad de la inteligencia presidencial guatemalteca conocida como El Archivo, entre agosto de 1983 y marzo de 1985. El llamado Diario Militar contiene seis secciones. La sexta sección representa la parte más relevante del documento, pues en sus 53 páginas contiene un registro de acciones perpetradas contra unas 183 personas, dentro de las cuales se encuentran las víctimas desaparecidas del presente caso.

d.
Castillo González y otros vs. Venezuela
146. El 22 de febrero de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con el atentado en contra del defensor de derechos humanos, Joe Luís Castillo González, el 27 de agosto de 2003 por parte de dos personas desconocidas que se movilizaban en una moto y que procedieron a dispararle en repetidas oportunidades mientras él se encontraba conduciendo su automóvil en compañía de su familia. Como consecuencia de este atentado, Joe Luís Castillo González perdió la vida, mientras que su esposa, Yelizte Moreno de Castillo, y su hijo de un año y medio de edad, Luís César Castillo Moreno, resultaron gravemente heridos y a la fecha continúan sufriendo los efectos traumáticos de estos hechos. 

147. El atentado contra Joe Luís Castillo González permanece en la impunidad, pues el Estado no llevó a cabo investigaciones serias y efectivas para identificar a los responsables y, en su caso, imponer las sanciones que correspondan. La investigación iniciada con ocasión a estos hechos tuvo serias irregularidades y fue archivada por el Ministerio Público sin que se practicaran diligencias tendientes a esclarecer los hechos de acuerdo con líneas lógicas de investigación. La Comisión dio por probado que en la investigación aparecieron indicios de presunta connivencia y/o participación de agentes estatales en el atentado de Joe Luís Castillo González, indicios que fueron desechados sin agotar las respectivas investigaciones.

148. Esta falta de investigación seria y efectiva, además de constituir un incumplimiento del deber de garantía de las violaciones del derecho a la vida y a la integridad personal, y una denegación de justicia respecto de los familiares del señor Joe Luís Castillo González, tuvo un efecto amedrentador contra quienes hacen de su función la defensa de los derechos humanos en la zona de Machiques, Estado Zulia y, particularmente, en el Vicariato Apostólico.
e.
Palma Mendoza y otros vs. Ecuador
149. El 24 de febrero de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con la ausencia de una posibilidad real de interponer un recurso sencillo y rápido que permitiera alcanzar la protección judicial requerida en el caso. Así, tras el secuestro del señor Palma Mendoza, los dos recursos de hábeas corpus interpuestos por los familiares fueron ineficaces para dar con su paradero, toda vez que la interposición del recurso no provocó que las autoridades competentes efectuaran diligencias mínimas necesarias para dar con el paradero del señor Palma de manera inmediata.  A pesar de la presencia de varios testigos y de que los hechos ocurrieron a la vista de personal de una agencia estatal (Servicio Ecuatoriano de Capacitación Profesional), las autoridades estatales se limitaron a librar órdenes que no tuvieron resultados ni ayudaron a prevenir el asesinato del señor Palma, que ocurrió cinco días después de su secuestro.  

150. Las autoridades judiciales sobreseyeron a los supuestos autores intelectuales del secuestro y asesinato de los señores Palma, basados en el desistimiento de la acusación particular de algunos de sus familiares y no en elementos de convicción, a pesar de que se trataba de delitos perseguibles de oficio.

f.
Vélez Restrepo y otros vs. Colombia
151. El 2 de marzo de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con el ataque sufrido por el periodista Luis Gonzalo “Richard” Vélez Restrepo el 29 de agosto de 1996 por parte de soldados del Ejército Nacional colombiano mientras filmaba una manifestación en la que soldados de dicha institución golpearon a varios de los manifestantes, hechos documentados por el periodista. Estos hechos estuvieron seguidos de amenazas de muerte contra el periodista Richard Vélez y su familia, amenazas que se intensificaron cuando el señor Vélez intentaba impulsar los procesos judiciales en contra de sus agresores, llegando a sufrir un intento de secuestro. Debido a lo anterior, el 9 de octubre de 1997 el señor Vélez salió exiliado de Colombia. Actualmente, Richard Vélez no puede ejercer su profesión de periodista. 

152. El ataque del 29 de agosto de 1996 y los hostigamientos posteriores contra Luis Gonzalo “Richard” Vélez Restrepo y su familia permanecen en la impunidad, pues el Estado no llevó a cabo investigaciones serias y efectivas para identificar a los responsables y, en su caso, imponer las sanciones que correspondan. En uno de los procesos participó la jurisdicción penal militar. El caso refleja distintos factores de impunidad que además de haber tenido efectos en el caso concreto, tienen implicaciones de alcance más general respecto del deber estatal de perseguir, investigar y, de ser el caso, sancionar violaciones de derechos humanos.

g.
Masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador
153. El 8 de marzo de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con las masacres sucesivas cometidas entre el 11 y el 13 de diciembre de 1981 en el marco de un operativo militar del Batallón Atlacatl, junto con otras dependencias militares, en siete localidades del norte del departamento de Morazán. Así, el ataque indiscriminado contra la población civil inició en el caserío El Mozote, continuó en el cantón La Joya, los caseríos Ranchería, Los Toriles y Jocote Amarillo, y culminó en el cantón Cerro Pando y la cueva del Cerro Ortiz. Como consecuencia de estos hechos, aproximadamente un millar de personas perdieron la vida. Si bien se inició una investigación por estos hechos, los mismos permanecen en la impunidad tras el sobreseimiento dictado el 27 de septiembre de 1993 con base en la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz, que continúa vigente en El Salvador. En años posteriores se realizaron algunas exhumaciones, pero las mismas no dieron lugar a la reactivación de las investigaciones, a pesar de reiteradas solicitudes a las autoridades correspondientes. 

154. Las masacres fueron cometidas de manera indiscriminada y con extrema crueldad, con un lamentable saldo de aproximadamente un millar de personas, incluyendo un alarmante número de niños y niñas. El carácter sistemático y generalizado de este tipo de acciones cuya finalidad fue sembrar terror en la población, ha sido reconocido en diversas oportunidades, lo que permite concluir que las masacres del presente caso constituyeron una de las manifestaciones más aberrantes de los crímenes de lesa humanidad cometidos en la época por parte de la institución militar salvadoreña. A pesar de lo anterior, debido a la vigencia de la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz, así como a reiteradas omisiones por parte del Estado salvadoreño, estos graves hechos permanecen en la impunidad. A la fecha no se han esclarecido judicialmente las masacres, ni se han dispuesto las sanciones correspondientes, a pesar de que un importante número de responsables ha sido identificado a través de diversas fuentes, incluyendo el 
Informe de la Comisión de la Verdad, De la Locura a la Esperanza.

155. La Comisión sometió a la Corte las acciones y omisiones estatales ocurridas con posterioridad al 6 de junio de 1995, fecha de aceptación de la competencia de la Corte por parte de El Salvador. Como se indica en el informe de fondo 177/10, la vigencia de la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz; la omisión en la reapertura de las investigaciones; la ausencia de esfuerzos continuados y sostenidos para exhumar la mayor cantidad posible de restos mortales; la falta de seguimiento judicial a las exhumaciones realizadas y a la información obtenida en el marco de las mismas; la ausencia de respuesta ante las solicitudes de reapertura de las averiguaciones; los efectos de las masacres y su impunidad en los familiares sobrevivientes; la falta de reparación a favor de los mismos; y la situación de desplazamiento de algunas víctimas, hacen parte del conjunto de hechos que se encuentran dentro de la competencia temporal de la Corte.

h.
Pacheco Teruel y otros vs. Honduras
156. El 11 de marzo de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con la muerte de los 107 internos privados de libertad ocurrida el 17 de mayo de 2004 en la bartolina o celda No. 19 del Centro Penal de San Pedro Sula como resultado directo de una serie de deficiencias estructurales presentes en dicho centro penitenciario, que eran de conocimiento de las autoridades competentes y que estaba precisamente en dichas autoridades atender y corregir oportunamente. Hay elementos decisivos, como el hecho que se trataba de miembros de “maras” a quienes se mantenía aislados del resto de la población del penal y confinados a un recinto inseguro e insalubre.  

157. Los hechos materia del caso son una consecuencia de las deficiencias estructurales del propio sistema penitenciario hondureño y se enmarca en el contexto general de las políticas de seguridad pública y las políticas penitenciarias dirigidas a combatir a las organizaciones criminales denominadas maras.

158. El Estado no ha emprendido la investigación de los hechos denunciados y la sanción de los responsables como un deber jurídico propio y de forma diligente. Limitándose a investigar las actuaciones del entonces Director del Centro Penal de San Pedro Sula, sin considerar otras posibles líneas de investigación, ni indagar acerca de la responsabilidad de otras autoridades.

i.
Furlan y Familia vs. Argentina
159. El 15 de marzo de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con el retardo injustificado de más de 12 años en un proceso civil por un accidente ocurrido en una pista de infantería abandonada del Ejército argentino que le causó a Sebastián Claus Furlan (14) daños cerebrales irreversibles. Como consecuencia del accidente, Sebastián sufre actualmente de una discapacidad parcial y permanente del 70%. En cuanto al proceso civil, éste fue iniciado por una acción por concepto de daños y perjuicios incoada por el peticionario, padre de Sebastián Furlan, en contra del Ministerio de Defensa por los daños ocasionados a su hijo. Dicho proceso demoró 10 años hasta la emisión de la sentencia, y más de dos años en la etapa de ejecución. De los hechos probados y el análisis de la CIDH, quedó establecido que la discapacidad permanente que sufrió Sebastián a causa del accidente se agravó por la demora en recibir una indemnización, la cual, dada la precaria situación económica del peticionario, era clave a los efectos de proporcionar un adecuado y oportuno tratamiento de rehabilitación y asistencia psicológica y psiquiátrica a Sebastián. Adicionalmente, el peticionario recibió sólo un 33% del monto que le correspondía por concepto de indemnización, al haberse ejecutado la sentencia más de dos años después de emitida y en la modalidad de bonos, a pesar que ésta ordenara el pago en pesos argentinos.
j.
Mohamed vs. Argentina
160. El 13 de abril de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con el procesamiento y condena penal de Oscar Alberto Mohamed por el delito de homicidio culposo como consecuencia de un accidente de tránsito que tuvo lugar el 16 de marzo de 1992. Tras una absolución en primera instancia, el señor Mohamed fue condenado por primera vez en segunda instancia. En el proceso se desconocieron una serie de garantías, incluyendo el principio de legalidad y no retroactividad y el derecho de defensa. Además, dado que al señor Mohamed no le fue garantizado el derecho a recurrir el fallo condenatorio en los términos previstos en la Convención, tampoco contó con un recurso efectivo para  subsanar dichas violaciones. 

k.
Mendoza y otros (Prisión y reclusión perpetuas) vs. Argentina
161. El 17 de junio de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con la imposición arbitraria de las condenas de prisión perpetua a César Alberto Mendoza, Claudio David Núñez, Lucas Matías Mendoza y Saúl Cristian Roldán Cajal, y de reclusión perpetua a Ricardo David Videla Fernández, por hechos que ocurrieron cuando aún eran niños. Estas penas fueron impuestas en aplicación de un sistema de justicia de adolescentes que permite que éstos sean tratados al igual que los adultos infractores. Asimismo, las autoridades judiciales respectivas actuaron en desconocimiento de los estándares internacionales aplicables en materia de justicia penal juvenil, en particular, la privación de libertad únicamente como medida de último recurso y por el tiempo más breve que proceda, así como la obligación de asegurar una revisión periódica de la posibilidad de excarcelación. Esta situación se vio agravada por las restricciones en el alcance de la revisión mediante los recursos de casación interpuestos por las víctimas, lo que dio lugar a que no pudieran argumentar cuestiones de hecho y valoración probatoria mediante los referidos recursos, situación que consolidó la injusticia generada con la condena a prisión y reclusión perpetuas a los adolescentes. 

162. El caso también se relaciona con una serie de violaciones ocurridas en el marco del cumplimiento de las condenas, bajo la custodia del Estado. Así, Ricardo David Videla Fernández y Saúl Cristian Roldán Cajal, fueron sometidos a condiciones inhumanas de detención incompatibles con su dignidad humana en la Penitenciaría Provincial de Mendoza, situación que finalmente dio lugar a la muerte de Ricardo David Videla Fernández quien padecía problemas de salud mental, sin que el Estado adoptara medidas razonables para prevenir su muerte y, posteriormente, investigarla efectivamente. Por su parte, Lucas Matías Mendoza perdió la visión sin que el Estado le hubiera otorgado tratamiento médico para evitar el deterioro de su situación, mientras que Claudio David Núñez y Lucas Matías Mendoza fueron víctima de actos de tortura que tampoco fueron investigados de manera adecuada. 

l.
Masacre de Santo Domingo vs. Colombia
163. El 8 de julio de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con un bombardeo perpetrado el 13 de diciembre de 1998 por la Fuerza Aérea Colombiana en la vereda de Santo Domingo, municipio de Tame, departamento de Arauca. Específicamente, fue lanzado un dispositivo cluster que, de acuerdo a la información disponible al momento de emitir su informe de fondo, resultó en la muerte de 17 civiles, entre ellos cuatro niños y dos niñas. Asimismo, 27 civiles resultaron heridos, entre ellos cuatro niños y cinco niñas. Tras la explosión del dispositivo la Fuerza Pública continuó el bombardeo, desde el aire, sobre los civiles que trataban de auxiliar a los heridos y escapar de la vereda. Tras los hechos, la población de Santo Domingo se desplazó en su integridad y en enero de 1999 retornó a fin de reconstruir sus viviendas. Estos hechos permanecen en la impunidad pues el Estado no llevó a cabo investigaciones serias y efectivas para identificar a los responsables intelectuales y demás responsables materiales y, en su caso, imponer las sanciones que correspondieran.  En su informe de fondo, la CIDH concluyó que transcurridos más de doce años desde los hechos únicamente se ha proferido una condena en primera instancia contra los tripulantes del helicóptero que lanzó el dispositivo. 

m.
Marino López y otros (Operación Génesis) vs. Colombia
164. El 25 de julio de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con la operación militar de contrainsurgencia denominada “Génesis” y las incursiones paramilitares llevadas a cabo conjuntamente, entre el 24 y el 27 de febrero de 1997, en las comunidades afrodescendientes de la cuenca del río Cacarica en el departamento del Chocó. Los bombardeos de la “operación Génesis” y las violaciones de derechos humanos cometidas en las incursiones paramilitares como las torturas y la ejecución extrajudicial de Marino López, amenazas de muerte, saqueos, hurto y destrucción de bienes, entre otros, amedrentaron a la población y ocasionaron el desplazamiento forzado de cientos de miembros de dichas comunidades, mayoritariamente mujeres y niñas y niños. 

165. Las víctimas estuvieron desplazadas por más de cuatro años en lugares de refugio, en situación de hacinamiento y precarias condiciones de vida.  Durante dicho desplazamiento fueron objeto de actos de hostigamiento y amenazas por lo que la CIDH dictó medidas cautelares para su protección. La Comisión concluyó que estos hechos constituyen un crimen de lesa humanidad ya que hacen parte de un patrón de violencia masiva, sistemática y generalizada y se ejecutaron en el contexto del conflicto armado, en violación de los derechos humanos de las comunidades afrodescendientes de la cuenca del Cacarica -ahora asociadas en “Comunidades Autodeterminación, Vida, Dignidad” (CAVIDA)- y de las mujeres cabeza de familia que habitan en Turbo.

166. Por los hechos materia del caso se abrió una investigación en el fuero penal ordinario contra un General, la cual se encuentra en etapa preliminar, y existe un proceso pendiente contra el mismo General y cinco miembros paramilitares.  Por otro lado, ante los tribunales de Justicia y Paz se encuentran encausados siete desmovilizados de las autodefensas, cinco de ellos imputados y con medida de aseguramiento.  La Comisión concluyó que las investigaciones no se llevaron a cabo de manera rápida y eficaz ni se examinó la multiplicidad de violaciones ocurridas durante la “Operación Génesis”, las incursiones paramilitares, las violaciones ocurridas como producto de éstas y el desplazamiento forzado que ocasionaron.  Asimismo, la Comisión concluyó que los tribunales de justicia actuaron con falta de diligencia para impulsar el procedimiento penal tendiente a esclarecer los hechos de violencia y sancionar a sus responsables, por lo que los hechos permanecen en la impunidad.

n.
Artavia Murillo y otros (Fecundación In Vitro) vs. Costa Rica
167. El 29 de julio de 2011 la Comisión sometió a la Corte el caso relacionado con la violación de los derechos a la vida privada y familiar, del derecho a fundar una familia y del derecho a la igualdad y no discriminación, consagrados en los artículos 11, 17 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de Gretel Artavia Murillo, Miguel Mejía Carballo, Andrea Bianchi Bruno, German Alberto Moreno Valencia, Ana Cristina Castillo León, Enrique Acuña Cartín, Ileana Henchos Bolaños, Miguel Antonio Yamuni Zeledón, Claudia María Carro Maklouf, Víctor Hugo Sanabria León, Karen Espinoza Vindas, Héctor Jiménez Acuña, Maria del Socorro Calderón P., Joaquina Arroyo Fonseca, Geovanni Antonio Vega, Carlos E. Vargas Solórzano, Julieta González Ledezma y Oriester Rojas Carranza. 

168. Estas violaciones ocurrieron como consecuencia de la prohibición general de practicar la técnica de reproducción asistida de la Fecundación in Vitro, prohibición que ha estado vigente en Costa Rica desde el año 2000 tras una decisión emitida por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de dicho país. Como se indica en el informe de fondo 85/10, la Comisión consideró que esta prohibición absoluta constituyó una injerencia arbitraria en los derechos a la vida privada y familiar y a formar una familia. Asimismo, la Comisión consideró que la prohibición constituyó una violación del derecho a la igualdad de las víctimas, en tanto el Estado les impidió el acceso a un tratamiento que les hubiera permitido superar su situación de desventaja respecto de la posibilidad de tener hijas o hijos biológicos. Este impedimento tuvo, además, un impacto desproporcionado en las mujeres. 

o.
Quintana Coello y otros (Magistrados de la Corte Suprema de Justicia) vs. Ecuador
169. El 2 de agosto de 2011 la Comisión sometió a la Corte el caso relacionado con la remoción arbitraria de 27 magistrados de la Corte Suprema de Justicia de Ecuador mediante resolución parlamentaria de 8 de diciembre de 2004, en ausencia de un marco legal claro que regulara las causales y procedimientos de separación de su cargo, y en desconocimiento de las normas constitucionales en virtud de las cuales fueron nombrados en cuanto al carácter indefinido de su designación y el sistema de cooptación como forma de llenar posibles vacantes. Las víctimas no contaron con garantías mínimas de debido proceso, no fueron escuchados ni tuvieron oportunidad de defenderse. Tampoco tuvieron a su disposición un recurso judicial efectivo que les amparo frente al actuar arbitrario del Congreso Nacional. Estos hechos ocurrieron en un álgido contexto político y de fragilidad institucional del Poder Judicial en Ecuador.
p.
Norín Catrimán y otros (Lonkos, dirigentes y activistas del pueblo indígena Mapuche) vs. Chile

170. El 7 de agosto de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con la violación de los derechos consagrados en los artículos 8.1, 8.2, 8.2.f, 8.2.h, 9, 13, 23 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 de dicho instrumento, en perjuicio de Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, Florencio Jaime Marileo Saravia, José Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Lican, Patricia Roxana Troncoso Robles y Víctor Manuel Ancalaf Llaupe, debido a su procesamiento y condena por supuestos delitos terroristas, en aplicación de una normativa penal contraria al principio de legalidad, con una serie de irregularidades que afectaron el debido proceso y tomando en consideración su origen étnico de manera injustificada y discriminatoria. Todo, en un reconocido contexto de aplicación selectiva de la legislación antiterrorista en perjuicio de miembros del pueblo indígena Mapuche en Chile. 
171. Específicamente, las víctimas fueron procesadas y condenadas con base en una normativa que adolece de una serie de ambigüedades que permitieron la calificación de las conductas imputadas como delitos terroristas tomando en consideración el origen étnico de las víctimas y su calidad de Lonkos, dirigentes o activistas del pueblo indígena Mapuche. Las autoridades judiciales chilenas que condenaron a las víctimas por delitos terroristas se basaron en una representación de un contexto denominado como el “conflicto Mapuche”, sin efectuar distinciones entre el contexto más general de reivindicaciones legítimas del pueblo indígena caracterizado por diversas formas de protesta social, y los actos de violencia que se han presentado por parte de ciertos grupos minoritarios en dicho contexto. De esta manera, la invocación de la pertenencia y/o vinculación de las víctimas al pueblo indígena Mapuche constituyó un acto de discriminación mediante el cual se criminalizó, al menos en parte, la protesta social de miembros del pueblo indígena Mapuche. Estos hechos afectaron la estructura social y la integridad cultural del pueblo en su conjunto.

q.
Gutiérrez y otros vs. Argentina

172. El 19 de agosto de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con el asesinato del subcomisario Jorge Omar Gutiérrez el 29 de agosto de 1994, quien se encontraba investigando un caso de corrupción posteriormente conocido como “caso de la aduana paralela” en el que se encontraban involucrados importantes empresarios y funcionarios gubernamentales de alta jerarquía. Durante la investigación dos testigos presenciales afirmaron que los responsables eran agentes de la Policía Federal. Dichos testigos reconocieron a un policía como autor del asesinato; otro testigo señaló al Inspector de la Policía de la Provincia de Buenos Aires como el autor intelectual de los hechos. Por otro lado, dos jóvenes fueron detenidos y señalaron que habrían sido torturados por agentes de la Superintendencia de Seguridad Ferroviaria de la Policía Federal Argentina para que confesaran ser culpables de la muerte del subcomisario Gutiérrez. Asimismo, otros testigos habrían sido amenazados para inculpar a los jóvenes que alegaban haber sido torturados para asumir la responsabilidad de la muerte del señor Gutiérrez. 

173. Por los hechos materia del caso se abrió una investigación en el fuero penal ordinario en el cual se ha establecido que existieron deficiencias fundamentales. En 2006, la jueza a cargo resolvió sobreseer provisoriamente la causa “por no haberse podido determinar la participación de otros autores, encubridores o cómplices en el hecho que se investiga y en el cual perdiera la vida Jorge  Omar  Gutiérrez”.   Los  familiares  del  subcomisario  Gutiérrez  y  la  Agente  Fiscal  interpusieron recursos de apelación, ante lo cual la Cámara de Apelaciones y Garantías en lo Penal revocó el sobreseimiento. La jueza consideró que su intervención en la causa podría ser parcializada y resolvió excusarse. No obstante, la excusación le fue negada. En diciembre de 2009 la jueza determinó sobreseer provisoriamente a Francisco Severo Mostajo dentro de la causa, por considerar que no existía la suficiente prueba para imputarle la muerte de Jorge Omar Gutiérrez. Aunque la investigación estuvo plagada por irregularidades y medidas de encubrimiento, y pese a la creación de una comisión especial establecida por la Cámara de Diputados, el Estado no adoptó las medidas necesarias para aclarar los hechos y las correspondientes responsabilidades.

r.
García Lucero y otros vs. Chile

174. El 20 de septiembre de 2011 la Comisión sometió a la Corte el caso relacionado con la falta de investigación y reparación integral de los diversos actos de tortura sufridos por el señor Leopoldo García Lucero desde su detención el 16 de septiembre de 1973 hasta el 12 de junio de 1975, fecha en la cual salió del territorio chileno por decreto del Ministerio del Interior. Desde el año 1975 el señor García Lucero se encuentra en el Reino Unido. Concretamente, el Estado ha omitido disponer una reparación integral en favor del señor García Lucero, desde una perspectiva individualizada y tomando en consideración la situación de exiliado en la que se encuentra, así como la discapacidad permanente que padece como consecuencia de las torturas sufridas. Asimismo, el Estado ha incumplido su obligación de investigar de oficio dichas torturas y ha mantenido en vigencia el Decreto Ley 2191, el cual resulta incompatible con la Convención Americana.

s.
Luna López y otros vs. Honduras

175. El 10 de noviembre de 2011 la Comisión sometió a la Corte el caso relacionado con el asesinato del defensor ambientalista y regidor Carlos Antonio Luna López, así como sobre la falta de investigación, procesamiento y sanción de los responsables del mismo. Carlos Luna López fue un defensor de derechos humanos, quien en 1998 fue electo como Regidor del pueblo de Catacamas, Departamento de Olancho en Honduras. En su cargo de Regidor, Carlos Luna expuso la corrupción de la Corporación Municipal en cuanto a los permisos madereros, y denunció la tala ilegal llevada a cabo por varios empresarios. En ese contexto Carlos Luna manifestó públicamente en varias ocasiones que había recibido amenazas “de diferentes sectores [incluidos algunos funcionarios públicos] por las aclaraciones que […] estaba haciendo al pueblo” y por las acusaciones que presentaba ante los juzgados y la Fiscalía. Asimismo, presentó denuncia ante el Ministerio Público sobre una amenaza de muerte recibida, e informó a miembros de la Alcaldía sobre dichas amenazas.

176. Carlos Luna López fue asesinado el 18 de mayo de 1998 cuando salía de una reunión de la Alcaldía de Catacamas. Las autoridades competentes no realizaron las diligencias inmediatas de protección de la escena del crimen ni realizaron una autopsia adecuada.  Posteriormente se abrió un proceso contra los autores materiales y algunos de los autores intelectuales. En el transcurso se procesó a uno de los autores materiales, quien fue asesinado en una prisión de alta seguridad luego de haber manifestado que temía por su vida tras señalar a algunos de los autores intelectuales. Asimismo, varios testigos recibieron hostigamientos y amenazas durante el proceso penal e, incluso, varios jueces se excusaron durante el proceso. El Estado no abrió investigación alguna en relación con los indicios de participación de agentes estatales.  

t.
Camba Campos y otros (Vocales del Tribunal Constitucional) vs. Ecuador

177. El 28 de noviembre de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con la separación arbitraria de 8 vocales del Tribunal Constitucional de Ecuador mediante la Resolución del Congreso Nacional de 25 de noviembre de 2004, circunstancia que constituyó un mecanismo ad hoc de destitución de magistrados, no previsto ni en la Constitución ni en la ley, y afectó gravemente el principio de independencia judicial. Asimismo, con posterioridad al cese de los vocales magistrados, el 1 de diciembre de 2004, el Congreso Nacional resolvió los pedidos de juicio político formulados contra algunos de ellos, sin que se obtuvieran los votos necesarios para adoptar una moción de censura. Luego, en virtud de una convocatoria a sesiones extraordinarias por parte del entonces Presidente de la República, el 8 de diciembre de 2004, el Congreso Nacional procedió a realizar una segunda votación respecto de los juicios políticos decididos en la sesión de 1 de diciembre de 2004, mediante la que se adoptó una moción de censura. 

178. Las víctimas no contaron con garantías procesales y posibilidad de defenderse en relación con la cesación y no existieron garantías procesales en la segunda votación de juicio político. Asimismo, las víctimas se vieron impedidas arbitraria e injustificadamente de presentar recursos de amparo contra la resolución de cese y no contaron con un recurso judicial efectivo que les amparara frente al actuar arbitrario del Congreso Nacional. Estos hechos ocurrieron en un álgido contexto político y de fragilidad institucional del Poder Judicial en Ecuador. 

u.
Carlos y Pablo Carlos Mémoli vs. Argentina

179. El 3 de diciembre de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con la violación al derecho a la libertad de expresión de Carlos y Pablo Carlos Mémoli, por la condena penal impuesta a las víctimas debido a sus denuncias públicas de la venta supuestamente irregular de nichos del cementerio local, por parte de la Comisión Directiva de una asociación mutual de la ciudad de San Andrés de Giles. Esta condena penal fue impuesta con base en el entonces vigente delito de injuria establecido en el artículo 110 del Código Penal Argentino, ya declarado por la Corte Interamericana como incompatible con el principio de estricta legalidad que debe regir en estos casos. 

180. Además, el caso se relaciona con la violación a la garantía de plazo razonable en perjuicio de las mismas víctimas en el marco del proceso civil que se sigue en su contra y mediante el cual hace más de 15 años se pretende hacer valer una indemnización establecida en el proceso penal. En este proceso, desde hace más de 14 años se dispuso el embargo de los bienes de las víctimas lo que, en la práctica, ha tenido un efecto sancionatorio e inhibitorio de la libertad de expresión, con consecuencias en el proyecto de vida de los señores Mémoli. 

v.
Espinoza Gonzáles y otros vs. Perú

181. El 8 de diciembre de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con la detención ilegal y arbitraria de Gladys Carol Espinoza Gonzáles el 17 de abril de 1993, así como a la violación sexual y otros hechos constitutivos de tortura, mientras permaneció bajo la custodia de agentes de la entonces División de Investigación de Secuestro (DIVISE) y de la Dirección Nacional Contra el Terrorismo (DINCOTE), ambas adscritas a la Policía Nacional del Perú. Gladys Carol Espinoza había sido acusada de ser miembro del grupo insurgente MRTA y de haber participado en el secuestro de empresarios con el fin de recaudar fondos para dicho grupo. 

182. Además de los hechos de tortura ocurridos a comienzos de 1993, la Comisión concluyó que Gladys Carol Espinoza fue sometida a condiciones de detención extremamente severas durante su reclusión en el Penal de Yanamayo entre enero de 1996 y abril de 2001, sin acceso a un tratamiento médico y alimentación adecuados y sin la posibilidad de recibir visitas de sus familiares. La CIDH también dio por establecido que en agosto de 1999 agentes de la Dirección Nacional de Operaciones Especiales de la Policía Nacional del Perú (DINOES) le propinaron golpizas en partes sensibles del cuerpo, sin que tales hechos hayan sido investigados por las autoridades competentes y sin que la víctima tuviera acceso a atención médica oportuna. La Comisión determinó que tales hechos de violencia no fueron investigados y sancionados por las autoridades judiciales competentes, permaneciendo en la impunidad hasta la fecha.

w.
Cruz Sánchez y otros vs. Perú 

183. El 13 de diciembre de 2011 la Comisión sometió el caso relacionado con la ejecución extrajudicial de tres miembros del MRTA durante la Operación Chavín de Huántar mediante la cual se retomó el control sobre la residencia del Embajador de Japón en el Perú, la cual había sido tomada por el grupo armado desde el 17 de diciembre de 1996, y se rescató a 72 rehenes en 1997.  Las tres personas ejecutadas se encontraban en custodia de agentes estatales y, al momento de su muerte, no representaban una amenaza para sus captores. Luego del Operativo, los cuerpos sin vida de los catorce miembros del MRTA fueron remitidos al Hospital Policial en el cual no se les practicó una autopsia adecuada y, horas después, los restos fueron enterrados, once de ellos como NN, en diferentes cementerios de la ciudad de Lima. 

184. Tras la denuncia de los familiares de algunos de los ejecutados extrajudicialmente, se inició una investigación en el fuero común en 2002. No obstante, por una contienda de competencia interpuesta por la Vocalía del Consejo Superior de Justicia Militar, la Corte Superior de Justicia remitió la investigación al fuero militar para juzgar a los integrantes del operativo involucrados. La causa en el proceso penal militar se archivó en 2004. En el fuero penal común se siguió la investigación contra Vladimiro Montesinos Torres, Nicolás de Bari Hermosa Ríos, Roberto Huamán Azcurra y Jesús Zamudio Aliaga, “personas ajenas al operativo militar”, ya que la Corte Superior consideró que “la investigación sobre posibles ajusticiamientos extrajudiciales contra terroristas rendidos, configuraría un caso de Violación a los Derechos Humanos tipificado como delito de Lesa Humanidad”. La investigación en el fuero penal común se encuentra en etapa de juicio oral.

2. Solicitudes de medidas provisionales

a.
Internado Judicial de Ciudad Bolívar (Cárcel de Vista Hermosa) - Venezuela

185. El 25 de marzo de 2011 la Comisión remitió una solicitud de medidas provisionales para proteger la vida e integridad de las personas privadas de libertad y otras personas presentes en el Internado Judicial de Ciudad Bolívar - Estado Bolívar, también conocido como Cárcel de Vista Hermosa. En los últimos años se ha registrado un saldo de internos muertos y heridos de la más extrema gravedad, saldo que ha venido incrementándose en los últimos meses. De acuerdo a la información disponible, entre los factores que contribuyen a esta situación se encuentra la falta de control efectivo al interior del centro penitenciario, el tráfico de armas a pesar de las requisas periódicas, y los altos índices de hacinamiento.

186. El 15 de mayo de 2011 la Corte emitió una resolución otorgando las medidas provisionales solicitadas.

b.
LM – Paraguay

187. El 18 de mayo de 2011 la Comisión remitió una solicitud de medidas provisionales para la agilización de procesos internos y las decisiones sobre el mejor interés del niño LM incluyendo, en el plazo más inmediato posible, las determinaciones que correspondan sobre un relacionamiento con su familia biológica. La solicitud se relaciona con la petición 1474/10, actualmente en trámite ante la Comisión Interamericana, y se basa en la amenaza extremadamente grave a los derechos a la identidad, integridad psíquica y mental y a la familia del niño L.M, como consecuencia de la falta de resolución de una serie de procedimientos internos en los cuales se ventila su tenencia y custodia, y cuya decisión final podría tener efectos fundamentales sobre aquellos. Teniendo en cuenta que el Estado ha incumplido las medidas cautelares ordenadas por la CIDH y que en asuntos como el presente el paso del tiempo es directamente proporcional a la disminución de las perspectivas reales de efectividad de las reparaciones que podrían disponer los órganos del sistema interamericano respecto de los derechos que se encuentran amenazados, la Comisión considera que la activación del mecanismo de medidas provisionales resulta necesaria. 

188. El 1º de julio de 2011 la Corte emitió una resolución otorgando las medidas provisionales a favor del niño LM. 

c.
Margarita Martínez Martínez y otros - México

189. El 23 de noviembre de 2011 la Comisión remitió una solicitud de medidas provisionales para proteger la vida y la integridad personal de Margarita Martínez Martínez, Adolfo Guzmán Ordaz, y de los niños Ada Saraí Martínez Martínez y Eduardo Abel León Martínez. Margarita Martínez Martínez y Adolfo Guzmán Ordaz son defensores de derechos humanos y, debido a sus labores han recibido amenazas contra su vida e integridad personal. A pesar de la vigencia de las medidas cautelares en su favor, el Estado no ha logrado identificar y responder eficazmente a la fuente de riesgo de los propuestos beneficiarios. Esta situación se ha visto reflejada en la continuidad de las graves amenazas de muerte en el mes de octubre del presente año. 

190. A la fecha, la Corte no se ha pronunciado sobre la solicitud de medidas provisionales. 

d.
Solicitud de ampliación de medidas provisionales. Asunto Mery Naranjo y otros – Colombia

191. El 3 de marzo de 2011 la Comisión solicitó una ampliación de medidas provisionales para proteger la vida e integridad personal de los hijos, nietos y una de las nueras de la defensora de derechos humanos María del Socorro Mosquera Londoño, beneficiaria de las medidas provisionales de la Corte desde el año de 2006 en el asunto “Mery Naranjo y Otros”. Esta solicitud estuvo motivada en la serie de ataques sufridos por los familiares de la defensora María del Socorro Mosquera, los cuales han ocurrido de manera reiterada e intensificada en el transcurso de los últimos meses e incluyen varias amenazas y hostigamientos en su contra, hasta el asesinato del niño Lubin Alfonso, nieto de la Sra. Mosquera. 

192. El 4 de marzo de 2011 la Corte emitió una resolución otorgando la ampliación de medidas en los términos solicitados por la Comisión. 

e.
Solicitud de ampliación de medidas provisionales. Asunto Alvarado Reyes y otros – México

193. El 16 de marzo de 2011 la Comisión remitió una solicitud de ampliación de medidas provisionales en el asunto Alvarado Reyes y otros para proteger la vida e integridad personal de familiares y representantes de los tres beneficiarios desaparecidos tras nuevas amenazas presuntamente dirigidas a acallar a las personas que están actuando en el marco del presente caso mediante denuncias públicas y solicitudes de investigación de la desaparición de Rocío Irene Alvarado Reyes, Nitza Paola Alvarado Espinoza y José Ángel Alvarado Herrera, supuestamente a manos del ejército mexicano. 

194. El 15 de mayo de 2011 la Corte emitió una resolución desestimando la solicitud de ampliación de las medidas provisionales. Las personas respecto de las cuales la Comisión solicitó medidas provisionales en esta oportunidad continúan protegidas bajo medidas cautelares. 

f.
Solicitud de ampliación de medidas provisionales. Asunto Comunidades de Jiguamiandó y Curbaradó – Colombia

195. El 29 de abril de 2011 la Comisión solicitó a la Corte ampliar las medidas provisionales para proteger la vida e integridad personal de los individuos que habitan en las siguientes zonas humanitarias dentro del Jiguamiandó y Curvaradó: Caracolí, Caño Manso, y Argenito Díaz-Llano Rico, así como de las siguientes zonas de biodiversidad: “no hay como Dios”, “Los Caracoles”; “Orlando Valencia”; “El Martirio” y “Lejano Oriente”. Asimismo, se solicita a la Corte actualizar y ampliar el número de familias que se encuentran dentro de las zonas humanitarias ya protegidas por medidas provisionales, a saber: Nueva Esperanza, Pueblo Nuevo, Caño Claro (también conocida como Andalucía-Caño Claro) y El Tesoro, así como las cinco Zonas de Biodiversidad en el Curvaradó protegidas por dichas medidas. La CIDH también solicitó a la Corte que ordene la protección de la totalidad de familias que integran El Tesoro-Camelias. 

196. La situación de conflictividad en los territorios colectivos de las cuencas del Jiguamiandó y Curvaradó es de naturaleza compleja. Se trata de comunidades mayoritariamente afrocolombianas que tienen una especial relación con el territorio que ha sido históricamente habitado por sus miembros. Sin embargo, particularmente luego de los procesos de adjudicación de títulos colectivos sobre el territorio de estas comunidades, realizados en 2001 en aplicación de la Ley 70 de 1993, se generó un contexto general de violencia en la región, caracterizado por el fenómeno de desplazamiento forzado, la presencia de grupos irregulares, la ocupación ilegal de estas tierras por personas ajenas a los territorios colectivos con fines principalmente comerciales, así como la participación en los procesos judiciales para la restitución de tierras, y los constantes señalamientos de pertenecer a grupos subversivos. Dicha situación ha propiciado una situación de extrema gravedad, urgencia e irreparabilidad del daño que originaron y han mantenido vigentes las presentes medidas provisionales.

197. En el marco de dicho contexto, la CIDH recibió información sobre hechos recientes que sitúan en riesgo extremadamente grave a familias que habitan zonas humanitarias y de biodiversidad, beneficiarias de las medidas provisionales y potenciales beneficiarias de ampliación. Según lo informado, decenas de paramilitares con aparente aquiescencia militar, habrían entrado a las diferentes zonas humanitarias y de biodiversidad, mientras que la Brigada XVII retiró por completo la protección perimetral brindada y salió del área, dejando a las familias a total merced de los paramilitares. Más aún, de la información aportada, luego de aproximadamente ocho días de ausencia total, los militares habrían retornado de forma esporádica y con personal limitado, sin brindar la protección adecuada y permitiendo la permanencia de decenas de paramilitares en las proximidades de la zona.

198. Teniendo en cuenta lo anterior, la presente solicitud de ampliación de medidas provisionales se encuentra motivada en los hechos graves y actuales relatados, aunados a los factores de riesgo que dieron lugar a la solicitud original, y que afectan a un número significativo de familias que han constituido zonas humanitarias y zonas de biodiversidad, que son espacios plenamente identificables, como mecanismo de protección de su derecho a la vida e integridad personal y comunitaria.

199. El 25 de noviembre de 2011 la Corte Interamericana emitió una resolución desestimando la solicitud de ampliación de medidas provisionales y efectuando una actualización de las medidas vigentes. 

g.
Solicitud de reapertura de medidas provisionales. Penitenciarías de Mendoza – Argentina

200. El 9 de marzo de 2011 la Comisión solicitó una reapertura de las medidas provisionales levantadas por la Corte en el asunto de las penitenciarías de Mendoza. Al respecto, la CIDH informó a la Corte de los presuntos actos de tortura sufridos concretamente por los señores William Vargas y Walter Fabián Correa en junio y diciembre de 2010. Asimismo consideró que prima facie existe un patrón sistemático de torturas, tratos crueles, inhumanos y degradantes cometidos por los agentes del Sistema Penitenciario Provincial contra los internos de la Penitenciaría de Mendoza, concretamente en las Unidades de San Felipe y Boulogne Sur Mer, las cuales comparten el mismo personal penitenciario. 

201. El 1 de julio de 2011 la Corte emitió una resolución desestimando la solicitud de reapertura efectuada por la Comisión. 

3. Comparecencia y participación en las audiencias públicas y privadas

202. Del 21 de febrero al 5 de marzo de 2011, la CIDH participó en las audiencias del 90º período ordinario de sesiones de la Corte, celebrado en San José, Costa Rica. En dicho periodo de sesiones se realizaron audiencias públicas en los casos: Barbani y otros (Grupo de Ahorristas del Banco de Montevideo) (Uruguay), Chocrón Chocrón (Venezuela), Mejía Idrovo (Ecuador), Leopoldo López Mendoza (Venezuela) y Vera Vera (Ecuador).  Adicionalmente, la CIDH participó en una audiencia pública sobre medidas provisionales en el asunto de Wong Ho Wing (Perú) y en reuniones privadas de supervisión de cumplimiento en los casos de Masacres de Ituango (Colombia), Valle Jaramillo (Colombia) y Gómez Palomino (Perú).

203. Del 16 al 20 de mayo de 2011, la Comisión Interamericana participó en las audiencias del 43º período extraordinario de sesiones de la Corte, celebrado en Ciudad de Panamá, Panamá.  En dicho período de sesiones se realizaron audiencias públicas en los casos: Grande (Argentina), Gregoria Herminia Contreras y otros (El Salvador), Torres Millacura y otros (Argentina).  

204. Del 27 de junio al 9 de julio de 2011, la CIDH participó en las audiencias del 91º periodo ordinario de Sesiones de la Corte, celebrado en San José, Costa Rica. En dicho periodo de sesiones se realizaron audiencias públicas en los casos: González Medina y otros (República Dominicana), Familia Barrios (Venezuela) y Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku (Ecuador). Asimismo, la Comisión Interamericana participó en las siguientes audiencias públicas sobre medidas provisionales: Comunidades de Jiguamiandó y Curbaradó (Colombia), Pueblo Indígena Kankuamo (Colombia), Fernández Ortega y otros (México) y Alvarado Reyes y otros (México). 

205. Del 21 al 24 de agosto de 2011, la Comisión Interamericana participó en las audiencias del 92º período ordinario de sesiones de la Corte, celebrado en Bogotá, Colombia.  En dicho periodo de sesiones se realizaron audiencias públicas en los casos: Atala Riffo e hijas (Chile) y Fontevecchia y D´Amico (Argentina). Asimismo, la CDH participó en audiencias públicas sobre medidas provisionales en los casos de la Cárcel de Urso Branco y la Unidad de Internamiento Socioeducativo (ambas de Brasil). 

206. Del 10 al 14 de octubre de 2011, la Comisión Interamericana participó en la audiencia del caso Fornerón (Argentina) durante el 44º período extraordinario de sesiones de la Corte celebrado en Barbados.

207. Del 21 de noviembre al 2 de diciembre de 2011, la CIDH participó en las audiencias del 93º período ordinario de sesiones de la Corte, celebrado en San José, Costa Rica. En dicho periodo de sesiones se realizaron audiencias públicas en los casos: Néstor y Luis Uzcátegui y otros (Venezuela) y Díaz Peña (Venezuela). Asimismo, la Comisión participó en la audiencia pública sobre supervisión de cumplimiento de sentencias en relación con los casos en las Comunidades Indígenas Yakye Axa, Sawhoyamaxa y Xákmok Kásek (Paraguay), así como en la audiencia privada relativa a la supervisión de cumplimiento de sentencia en el caso de la Masacre de Mapiripán (Colombia).

4. Presentación de observaciones escritas a los informes estatales en los casos en supervisión de cumplimiento de sentencia

208. En cumplimiento del mandato establecido en el artículo 57 de la Convención Americana, así como de lo establecido en el artículo 69 del Reglamento de la Corte, en el ejercicio de su rol de defensa del orden público interamericano, durante el año 2011 la Comisión continuó presentando información y formulando escritos de observaciones a los informes estatales sobre cumplimiento de sentencia. En ejercicio de esta función, la Comisión presentó 131 escritos de observaciones a la Corte Interamericana. 
5. Presentación de observaciones escritas a los informes estatales sobre implementación de medidas provisionales
209. En cumplimiento del mandato establecido en el artículo 63.2 de la Convención Americana, así como de lo establecido en el 27.7 del Reglamento de la Corte, en el ejercicio de su rol de defensa del orden público interamericano, durante el año 2011 la Comisión continuó presentando información y formulando escritos de observaciones a los informes estatales de implementación de las medidas provisionales vigentes. En ejercicio de esta función, la Comisión presentó 92 escritos de observaciones a la Corte Interamericana. 

I.
Cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA
210. En el curso del XLI período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, que se celebró en la Ciudad de San Salvador, El Salvador, del 5 al 7 de junio de 2010, la Comisión estuvo representada por su Vicepresidente, Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, y por su Secretario Ejecutivo, Santiago A. Canton.  El Vicepresidente se dirigió a la Asamblea General en relación con la situación de los derechos humanos en los Estados Miembros de la OEA y presentó oficialmente el Informe Anual correspondiente al año 2010. 
211. La Asamblea General aprobó varias resoluciones relativas a derechos humanos. Dichas resoluciones se encuentran disponibles en la página Web de la OEA en la siguiente dirección: http://www.oas.org.  Dada su importancia para la promoción y defensa de los derechos humanos en las Américas y para la consolidación del sistema interamericano, se reproducen a continuación en una lista:

Resoluciones concernientes a los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos

AG/RES. 2652 (XLI-O/11)     
Observaciones y recomendaciones al Informe Anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
AG/RES. 2672 (XLI-O/11)  
Observaciones y recomendaciones al Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
AG/RES. 2675 (XLI-O/11)  
Fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos en seguimiento de los mandatos derivados de las Cumbres de las Américas.
Resoluciones que contienen exhortaciones a la CIDH

AG/RES. 2653 (XLI-O/11)       Derechos humanos, orientación sexual e identidad de género.

AG/RES. 2658 (XLI-O/11)  
Defensoras y defensores de derechos humanos: Apoyo a las tareas que desarrollan las personas, grupos y organizaciones de la sociedad civil para la promoción y protección de los derechos humanos en las Américas.

AG/RES. 2662 (XLI-O/11)  
El derecho a la verdad.

AG/RES. 2668 (XLI-O/11)  
Estudio sobre los derechos y la atención de las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión.

AG/RES. 2676 (XLI-O/11)  
La protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo.

AG/RES. 2677 (XLI-O/11)  
Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y toda Forma de Discriminación e Intolerancia.

AG/RES. 2679 (XLI-O/11)      Derecho a la libertad de pensamiento y expresión y la importancia de los medios de comunicación.

AG/RES. 2680 (XLI-O/11)  
Promoción de los derechos de libertad de reunión y de asociación en las Américas.

AG/RES. 2692 (XLI-O/11)  
Mecanismo de seguimiento de la implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención de Belém do Pará”.
Otras resoluciones concernientes a los derechos humanos (sin exhortaciones específicas)

AG/RES. 2651 (XLI-O/11)  
Las personas desaparecidas y la asistencia a sus familiares.

AG/RES. 2654 (XLI-O/11)      Protección de los derechos humanos de las personas mayores.

AG/RES. 2656 (XLI-O/11)      Garantías para el acceso a la justicia. El rol de los defensores públicos oficiales.

AG/RES. 2666 (XLI-O/11)  
Protocolo de San Salvador: Presentación de indicadores de progreso para medición de derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador.

AG/RES. 2669 (XLI-O/11)  
Los derechos humanos de todos los trabajadores migratorios y de sus familias.

AG/RES. 2673 (XLI-O/11)  
La educación en derechos humanos en la educación formal en las Américas.

AG/RES. 2674 (XLI-O/11)  
Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.

AG/RES. 2678 (XLI-O/11)  
Protección de los solicitantes de la condición de refugiado y de los refugiados en las Américas.

AG/RES. 2686 (XLI-O/11)  
Prevención y erradicación de la explotación sexual comercial, tráfico ilícito y trata de niños, niñas y adolescentes.

AG/RES. 2689 (XLI-O/11)  
Promoción de los derechos humanos de la mujer y la equidad e igualdad de género.

AG/RES. 2693 (XLI-O/11) 
Reconocimiento y promoción de los derechos de los y las afrodescendientes en las Américas.
� Ver los comunicados de prensa de la CIDH sobre los periodos de sesiones: 28/11, 75/11 y 117/11 en la página electrónica de la CIDH (�HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org"�www.cidh.oas.org�). 


� Ver CIDH, Comunicado de prensa No. 89/11, CIDH Culmina visita de Trabajo a Paraguay.


� Ver CIDH, Comunicado de prensa No. 115/11, CIDH Concluye visita a México.


� Disponible en: http://www.oas.org/es/cidh/informes/tematicos.asp.


� Disponible en: http://www.oas.org/es/cidh/informes/tematicos.asp.


� Disponible en: http://www.oas.org/es/cidh/informes/tematicos.asp.


� Disponible en: http://www.oas.org/es/cidh/informes/tematicos.asp.


� Las actividades de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión forman parte del Volumen II de este Informe Anual.


� El 11 de noviembre de 2011 en Santo Domingo, República Dominicana.


� El 17 de noviembre de 2011 en Montevideo, Uruguay.


� El 18 de noviembre de 2011 en Buenos Aires, Argentina.





